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DE SECTOR: 


SEÑOR PRESIDENTE (BENTANCOR).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Los integrantes de la Comisión de Legislación del Trabajo hemos tenido posibilidad de oír las expresiones y 
los puntos de vista de las autoridades del Ministerio de Trabajo y Seguridad, de los trabajadores y de los 
empresarios. Estos últimos fueron convocados en tres oportunidades: en una no pudieron asistir, en otra 
asistieron algunas empresas y en el día de ayer concurrió una delegación por demás representativa. 
Lamentablemente, por decisión de ellos, reafirmaron dos o tres aspectos pero no plantearon más elementos. 
De cualquier manera, todos sabemos cuáles son sus puntos de vista. 


En función de eso, quisiera proponer el régimen para considerar este proyecto de ley. En primera instancia, 
propongo que los compañeros de los distintos sectores políticos expresen su posición sobre el proyecto en 
general. Me parece de recibo que las fuerzas que tienen diferentes ideas con respecto al proyecto, puedan 
dejarlas establecidas debidamente en la versión taquigráfica. Hechas esas declaraciones de carácter general, 
podríamos empezar el análisis artículo por artículo para ver cuáles son los aspectos de acuerdo o de dificultad 
que puedan existir. Dedicaríamos el día de hoy a analizar si nuestros puntos de vista pueden tener áreas de 
coincidencias. Si no las hay, sería bueno dejar esto claramente establecido para seguridad de todos. Esto para 
que cuando traslademos la consideración del proyecto de ley al plenario, la posición de cada uno de los 
informes esté claramente establecida. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Asumiendo como válido y positivo el camino establecido por el señor 
Presidente de la Comisión, en el sentido de ir de lo general a lo particular, planteando las impresiones y 
consideraciones de carácter genérico, quisiera consultar un aspecto que ha tomado estado público, 
antes de dar por terminada la ronda de consultas que ha tenido como protagonistas a los distintos 
actores involucrados en la temática. Me parece indispensable, por lo menos desde la oposición, tener 


claras las referencias, a los efectos de ver dónde estamos situados y en qué medida podemos avanzar en 
la línea que indicamos cuando comenzó la consideración de este proyecto, en el sentido de que 
encarábamos esta tarea con talante positivo y procurando aproximarnos a una solución de consenso, 
aunque más no sea en la consideración general del proyecto. Me estoy refiriendo a trascendidos de 
prensa que, como tales, son pasibles de ser confirmados o desmentidos -ayer lo comenté con el señor 
Presidente de la Comisión y él me dio una respuesta muy concreta, pero me parece necesario dejar 
constancia de ella en la versión taquigráfica-, en cuanto a diferencias de criterio que estarían radicadas 
en el ámbito del Poder Ejecutivo con relación a este proyecto de ley. Es más que un rumor, es una 
versión periodística que habría surgido de los acuerdos ministeriales de los lunes y según la cual, los 
criterios de los Ministros de Economía y Finanzas y de Trabajo y Seguridad Social con relación a esta 
materia no serían idénticos. 


Aclaro que no señalo esto a los efectos de establecer una contradicción aparente -bastará con que se me diga 
que esa diferencia no existe-, pero sí ese es el criterio me parece importante que se diga formalmente y que 
quede asentado en la versión taquigráfica, porque para la oposición y para el Partido Nacional -esta tarde en 
reunión de bancada nos vamos a abocar a analizar en profundidad este tema, para definir una posición con 
relación al proyecto en general y en particular- resulta indispensable aventar ese tipo de dudas, en el sentido 
que sea. Los trascendidos han sido muy claros y concretos, y eso nos ha preocupado. Además, esto no nace 
de la iniciativa legislativa del Poder Ejecutivo sino de algunos compañeros legisladores. Por otra parte, ha 
habido rumores de que en el Senado la propia bancada de Gobierno podría tener algunas discrepancias con 
alguno de los términos o extremos previstos en este articulado. Esto me parece importante a los efectos de 
tener claro que cuando nos planteamos avanzar en la dirección de este proyecto lo estamos haciendo con un 
rumbo definido. Si la bancada de Gobierno, si el Frente Amplio adelanta -tiene los votos para aprobar este 
proyecto- que está alineado con esta propuesta, para nosotros es una declaración de gran valor y un marco de 
referencia que de alguna forma nos obliga ya esta tarde -ojalá esa sea la respuesta- a definir un criterio. Y más 
allá de las discrepancias que en el propio proceso de la discusión han surgido con relación a distintos 
artículos, es bueno marcar claramente nuestras coincidencias en general y discrepancias en particular con 
algunas soluciones. Esta era la consulta que quería formular antes de abocarnos al análisis específico del 
proyecto, porque nos resulta indispensable a los efectos indicados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Pablo Abdala hacía referencia a que ayer conversamos de 
este asunto informalmente. Hoy puedo ratificar que nuestra bancada, luego de haber analizado el 
proyecto y sus características y de corregir algunos detalles que en su momento comentaremos, está 
totalmente consustanciada con este proyecto de ley, el que será apoyado por el conjunto de nuestra 
fuerza política. 


Nos salimos un poco de lo que es norma con respecto a este tema, pero creo que en el ámbito de la 
fraternidad con la que nos manejamos en esta Comisión, es correcto. Lo digo porque si en cada uno de los 
proyectos uno se fuera a preguntar si dentro de los partidos están todos de acuerdo, no terminaríamos más. 
Creo que el interés es legítimo -lo tomo de buena fe porque hace tiempo que conozco al señor Diputado 
Pablo Abdala- y digo que en nuestra bancada -nuestra representación en esta Comisión es bastante plural- 
estamos mancomunados en llevar adelante este proyecto, fundamentalmente en sus pilares básicos, que han 
sido motivo de discusión y de controversia pública entre algunos integrantes de la Comisión y con los 
propios empresarios. Esos pilares son los que sostienen este proyecto de ley, más allá de las pequeñas 
correcciones de detalle en las que quizás hasta nos pongamos de acuerdo. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Lo que nos movió a formular este planteo no se fundamenta en la 
situación que esté o no imperando en la bancada parlamentaria del Encuentro Progresista, sobre todo 
porque el propio proceso legislativo determinará cuál es el grado de consenso, la unanimidad o la 
mayoría simple que la bancada de Gobierno dé al proyecto. Sí nos preocupaba la versión recogida ayer 
por la prensa, en cuanto a que el señor Ministro de Economía y Finanzas -lo que me parece algo a tener 
en cuenta- estaría en una posición distinta a la que mantiene el señor Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social. Para nosotros avanzar en la aprobación de un instrumento legal respecto del cual el señor 
Ministro de Economía y Finanzas eventualmente, si fueran correctas las versiones, estaría en 
desacuerdo porque no contribuiría a generar o a establecer las condiciones necesarias para que en el 
país puedan radicarse inversiones, no deja de ser un elemento cualitativo fundamental a la hora del 
análisis. Es verdad que el señor Ministro de Economía y Finanzas no ha declarado lo que estoy 


diciendo, pero también es verdad que algunas versiones periodísticas lo señalan. No me hago cargo ni 
me afilio a dichas versiones, simplemente lo consulto porque tienen el valor de una versión periodística. 
Si se me dice que el señor Ministro de Economía y Finanzas está absolutamente de acuerdo con esto, 
para mí es un tema terminado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cada uno de los sectores puede manifestar su punto de vista con respecto a la 
generalidad del proyecto de ley. Nuestro sector está en una posición de apoyo al proyecto de ley y a la 
fundamentación de motivos. Hemos hecho todas las consultas del caso, inclusive a personas muy 
prestigiosas de la Cátedra, y nos parecen suficientes. También nos apoyamos en los documentos que 
figuran como base del proyecto. Queremos impulsar este proyecto de ley en toda su dimensión, pero 
abiertos a recibir las coincidencias y los matices para ver si estos pueden ser conciliados con nuestros 
puntos de vista y, eventualmente, conocer cuáles son aquellos asuntos que por una cuestión de 
principios, de oportunidad política o de conveniencia para el país, no les parecen razonables. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero dejar algunos puntos en claro. En primer lugar, el despido de un 
trabajador en el sistema jurídico uruguayo actual implica solamente el derecho a una indemnización 
en dinero. El despido ilícito es una vieja creación doctrinaria que luego se transforma en una creación 
jurisprudencial y hoy aceptamos todos que hay algunas formas de despido ilícito. Por ejemplo, echar a 
una persona porque profesa determinada religión es considerado por la doctrina y por la 
jurisprudencia un despido ilícito, que da lugar a un plus de indemnización. Hay fallos muy aislados 
que luego fueron revocados, relativos a un reintegro a la actividad. 


El primer elemento que debemos tener en cuenta es cómo juzga el sistema jurídico uruguayo el hecho de que 
a alguien se le despida por pertenecer a una organización gremial, por estar participando en ella o por ser 
dirigente. Creo que no excita a nadie, en la sensibilidad del Uruguay de hoy, decir que quien es expulsado de 
una empresa, de un comercio o de lo que fuera, exclusivamente por actuar o ser dirigente de un gremio, es 
una cuestión que la sociedad no debiera permitir. Si partimos de este acuerdo vamos a tener resuelto un 
problema desde el punto de vista político; nos habremos puesto de acuerdo en que esta situación debe ser 
protegida. Tal vez en la década del cincuenta en los hechos esta ley no hubiera sido necesaria porque los 
sindicatos eran tan fuertes que cualquier presión de este tipo habría dado lugar a una reacción que haría 
pensar mucho a los empresarios que estuvieran dispuestos a tener una conducta así. Esto es muy relativo 
porque en ningún lado todos los sindicatos son absolutamente fuertes y siempre va a haber sectores de la 
actividad en los que por distintas razones va a ser difícil que se hable de una cuestión fuerte. 


El derecho de asociación es una consecuencia del derecho de reunión y está reconocido en la Constitución. 
Desde 1934 el derecho de asociación está reconocido y dentro de él está el derecho de asociarse para formar 
un sindicato, amén de que la Constitución establece que la ley propenderá la creación de sindicatos. Aquí 
aparece un elemento que me parece que es clave en los conceptos laborales, y es el de estabilidad laboral. 
Estoy tratando de ubicar coordenadas teóricas que después nos ayuden en el análisis del proyecto. El derecho 
a la estabilidad es un derecho que ha ido avanzando enormemente en la legislación del mundo. 


El señor Ministro del Interior señalaba esta mañana en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración, que aquel primitivo derecho civil donde las partes únicamente se ponen de 
acuerdo, dio lugar a algo distinto, que es esto que tiene una naturaleza autónoma, que es el derecho a la 
huelga. En el mundo desarrollado, que tiene grandes inversiones y muchos beneficios sociales, se consagra 
en forma muy importante el derecho a la estabilidad. También hay convenios de la OIT que reconocen este 
derecho. En el Uruguay, el derecho a la estabilidad es relativo -no es una valoración personal sino lo que dice 
la doctrina- porque solo está protegido por una indemnización especial cuando el trabajador es despedido y 
no hay culpa de él. Si no hay alguna forma de estabilidad, sea absoluta o relativa, no puede haber derechos 
laborales. Es como el derecho a la vida: si no hay derecho a la vida para qué vamos a hablar del derecho a la 
libertad, del derecho de asociación y del derecho a la cultura. Los muertos no tienen esos derechos. El 
derecho a la vida es un derecho básico. Cuando decimos que el trabajador tiene derecho a la estabilidad 
hacemos referencia a un mecanismo sin el cual los restantes derechos laborales caen en saco roto. 


En esta intervención se trata de empezar a buscar lentamente puntos de acuerdo. En primer lugar, me 
pregunto si la Comisión de Legislación del Trabajo, que tengo el honor de integrar como delegado de sector, 
está dispuesta a decir que cuando a un trabajador se le despide por razones estrictamente gremiales ese no es 
un despido aceptado por la ley y, por lo tanto, es ilícito. En segundo término, si se confirma -después 


veremos cómo se hace la prueba, quién la produce y cómo- que hay un despido de esta naturaleza, ¿qué 
estamos dispuestos a hacer? ¿Establecer una protección del tipo relativo como decir, por ejemplo: "si usted 
tiene que pagar seis meses de indemnización ahora pague doce y se arregla el problema"? ¿O estamos 
dispuestos a decir que este despido lo consideramos nulo? Este es un paso mayor. Resuelto este problema, ¿a 
qué estamos dispuestos? Hay tres hipótesis básicas: la del dirigente gremial y agregaría afines, porque hay 
que tener cuidado con el concepto de dirigente gremial, porque en una interpretación bastante estricta, pero 
que nos parece que sería correcta, es el que está en una lista y gana una elección. Hay otras situaciones que 
son más o menos asimilables como, por ejemplo, el que va de delegado a un consejo de salarios que, en 
realidad, está haciendo una actividad de dirigente, ya que va a negociar por los demás pero probablemente en 
el estatuto del gremio no tiene esa categoría, lo que puede dar lugar a problemas. 


Entonces, las personas que van a quedar involucradas en esto son los dirigentes gremiales y afines -luego nos 
pondremos de acuerdo en las expresiones que ponemos-, los militantes gremiales puros y simples, o 
simplemente afiliados, y la tercer categoría -no se trata de un orden jerárquico-: personas que están formando 
un sindicato. Ahí, nos parece que lo que tenemos que resolver es qué actitudes de protección tomamos para 
que lo que la ley y la sociedad uruguaya no quieren no se produzca, que es que a alguien se le despida por 
razones gremiales, y también qué tipo de armazón jurídico instrumentamos para que haya una protección que 
a su vez implique un reconocimiento al principio de igualdad establecido en la Constitución. Esto sin olvidar 
que muchas veces lo que hace la ley es crear desigualdades donde hay desigualdades preexistentes para poder 
equiparar. 


SEÑOR POZZI.- Quiero dejar claro que en cierta forma a este proyecto de ley -además de lo que decía 
el señor Diputado Orrico, que implica entrar en la discusión- lo consideramos un avance 
importantísimo en lo que tiene que ver con las normas de regulación -por lo menos en esta coyuntura 
del país, de reapertura de las negociaciones colectivas de trabajo que hacía quince años que no 
existían-, e implica poder llevar adelante esta nueva forma de relacionamiento con ciertas garantías 
para el trabajador que hasta el momento no las tenía. 


Está lejos de lo que pienso el hecho de que porque aquí votemos este proyecto de ley se terminen de una vez 
por todas los despidos por cuestiones gremiales. Siempre los va a haber y siempre va a existir un espacio en 
el que la ley no llegue o no se pueda aplicar. Pero, en primer lugar, esto es un faro que empieza a iluminar a 
la gente que hoy está en la oscuridad de no saber si largarse o no al agua a la hora de formar un sindicato. 
Este es un faro que empieza a dar luz sobre un grave problema que hay y comienza a dar transparencia a una 
situación que hoy se hace en la clandestinidad en un país democrático. Al fin y al cabo es un faro que, de 
alguna manera, cumple con lo que decía Héctor Rodríguez, en el sentido de que la democracia no puede 
terminar en las puertas de la fábrica sino que tiene que estar afuera de ellas y también en los lugares de 
trabajo. Lo que hoy se realiza en la clandestinidad, en un galpón para que nadie lo vea, o con el control de 
algunos supervisores que luego señalan con el dedo a los trabajadores que luego terminan en la calle, se va a 
hacer en forma mucho más clara, bajo la luz de algo, y con las garantías que todos debemos tener en esta 
sociedad. 


Creo que en las últimas semanas y horas se han alzado voces de todo calibre contra esto. Por cierto que 
esperábamos que fuera así y no que pacíficamente se aceptara una transformación que, a nuestro juicio, es 
realmente impresionante en lo que tiene que ver con los derechos de los trabajadores como la que establece 
este proyecto. Pero es evidente que muchos de los argumentos que se vinieron planteando desde el primer 
momento -que para nosotros tuvieron su epílogo ayer en la reunión que la Comisión tuvo con los 
empresarios-, sostenían que esto atentaba contra las inversiones, que era una cuestión que afectaba a la 
autoridad de la empresa y, finalmente, ayer se culminó en el reclamo de un ámbito tripartito de negociación 
para este proyecto En cuanto a esa negociación tripartita, aquí hay Diputados que han sido actores de primer 
orden, y saben que, aunque se desarrolló durante los últimos cuatro años, no hubo ninguna posibilidad de 
acuerdo. Pero ni siquiera fue el primer intento; anteriormente -en épocas en que yo estaba metido en los 
sindicatos-, se habían intentado acuerdos de este tipo y tampoco hubo posibilidades de concretarlos; siempre 
se estuvo en la disyuntiva entre una cosa y la otra. 


Por otra parte, seamos francos: si se comenzara ahora una negociación tripartita sin una acción que 
conmoviera los cimientos, se daría la misma discusión que desarrollamos durante los últimos cuatro años y 
no concretaríamos nada, porque la mayoría de los integrantes del sector económico del país -no quiero 
generalizar- no tiene interés en sacarlo adelante. 


En este país somos pocos y nos conocemos. A cualquiera de nosotros, que hemos sido dirigentes gremiales 
durante tantos años, los señores Diputados Pablo Abdala, Iturralde Viñas y otros legisladores del Partido 
Nacional y también del Partido Colorado nos conocen perfectamente y saben cómo ha sido nuestra actuación. 
Nosotros creemos que hay zonas de choques entre el capital y el trabajo, pero también pensamos que hay 
grandes zonas de contacto. En realidad, si no hay empresas, no hay trabajadores, y si no hay trabajadores, no 
hay sindicatos. Todos sabemos muy bien hasta dónde tenemos que ir; de eso aprendimos bastante en los 
últimos tiempos. Entonces, más allá de que se diga que este proyecto atenta contra la autoridad del 
empresario sobre el trabajador o contra la posibilidad de que se hagan inversiones, estoy seguro de que este 
proyecto debe ser votado, aún con modificaciones que veremos cuáles serán y cómo se instrumentarán; la 
intención es contemplar la mayor amplitud de criterios posible. Además, estoy seguro de que los otros 
partidos políticos que integran la Cámara tienen voluntad de proteger el derecho del trabajador a 
sindicalizarse; de eso no tengo dudas. Podemos discrepar en cuanto a los mecanismos, pero no en cuanto al 
fondo del asunto; a esta altura, no creo que haya alguien en el país que pueda estar en desacuerdo con el 
fondo del tema. 


Luego de que el proyecto sea aprobado lograremos mayor transparencia y mejores posibilidades de establecer 
esos puntos de contacto que existen entre el capital y el trabajo. Una vez que los empresarios entiendan cómo 
piensan los sindicatos y que los sindicatos comprendan cómo piensan los empresarios, estoy seguro -porque 
no es algo raro; es algo que nace de la realidad- de que se logrará que el trabajador aporte soluciones a 
problemas que afectan a la vida de la empresa. Creo que en el país hay más de un ejemplo en este sentido; en 
los últimos tiempos han abundado. ¿Cuántas manifestaciones de trabajadores pidiendo cosas para que la 
empresa siga viviendo hemos visto? ¡Un montón!; en algunas lo hacían con razón y en otras tal vez estaban 
siendo usados. Pero la idea sustancial era la de que si no había empresa, no había trabajadores, y si no había 
trabajadores, no había sindicato. 


Este proyecto de ley apunta a dar transparencia y a proporcionar al trabajador la posibilidad de aportar, a 
través de una organización, a la vida de la empresa y al desarrollo de nuestro país. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Como decían los señores Diputados Pozzi y Orrico, nadie desconoce 
que hay necesidad de legislar para preservar la libertad y la protección sindical. Pero también tenemos 
que pensar que esto tiene que hacerse sin detrimento de la empresa. 


Durante estos años no se ha llegado a un punto de encuentro entre las tres partes, aunque se ha intentado 
hacerlo. Pero creo que ahora están dadas las condicionantes para lograrlo porque, como decía el señor 
Diputado Pozzi, todos sabemos hasta dónde ir. Los trabajadores saben hasta dónde ir en este momento y qué 
ponen en riesgo, pero también los empresarios lo saben, porque el Partido de Gobierno está dispuesto a votar 
este proyecto de ley, aun cuando ellos no aporten. Estas son las condicionantes a las que me refiero. 


Por ello, una vez más, desde este ámbito pediría que, sin dejar de lado la discusión y las mejoras que 
podamos introducir a este proyecto, nos planteáramos la posibilidad de llevar esto al Consejo Superior 
Tripartito para escuchar la propuesta que puede hacer con respecto a esta reglamentación. Reitero que las 
condicionantes están dadas ahora. Si en algún momento los empresarios fueron duros en este sentido y ni 
siquiera quisieron hablar del tema, ahora, frente a la posibilidad de que se apruebe este proyecto tal como 
está, tendrán que ceder, y es muy factible que los trabajadores también lo hagan. De ese modo, podríamos 
llegar a un acuerdo. 


Esta es una puntualización importante que me interesa poner sobre la mesa para que esta Comisión, que 
intenta legislar por muchos años -como debe hacerse en materia laboral- trate de buscar consensos, y lo digo 
porque los acuerdos van muy bien con lo que piensa mi Partido y también con lo que opina el resto del 
espectro político. Se trata de no hacer cosas en forma unilateral, porque en poco tiempo terminamos teniendo 
que solucionar las cosas con leyes alternativas. 


Trasladaremos a nuestros compañeros la información relativa a este proyecto a estudio y comenzaremos a 
recabar sus opiniones, más allá de que algo conocemos. Pero nos preocupa, particularmente, el aspecto de 
universalidad. Estoy totalmente de acuerdo con que el dirigente gremial tenga la suficiente libertad para 
trabajar y con que desde aquí los defendamos con este proyecto de ley, pero me preocupa hasta dónde 
debemos llegar; este es uno de los aspectos sobre los que tenemos que hablar. 


También nos interesa saber cómo se va a instrumentar la lista que va a llevar el Ministerio y la retroactividad 
al 1” de marzo pero, más allá de que deberemos hablar de cada uno de estos temas, estamos muy de acuerdo 
conque se logren los consensos necesarios para que este proyecto sea aprobado y pase al Senado, a efectos de 
que también en ese ámbito se hagan los aportes correspondientes. 


Además, estamos de acuerdo con el compañero Pozzi en cuanto a que esta es una transformación 
impresionante en materia de libertad sindical. Por eso, debemos tomarnos nuestro tiempo para estudiar el 
tema y no actuar a la ligera; no se trata de que, por aprobar rápidamente esta iniciativa, tengamos luego que 
legislar para tapar baches. 


Insisto en que mi mayor interés es que lleguemos a un consenso; sería bueno que, entre todos, lográramos 
introducir las modificaciones necesarias. Yo soy una persona de acuerdos; esto quiero dejarlo bien en claro 
porque creo que es importante decirlo a cara descubierta. 


SEÑOR BARREIRO.- Ayer manifestamos que, al habilitar la discusión del proyecto en Comisión con 
nuestra firma señalábamos la necesidad de contar con normas que cubrirían un vacío legal en el país, a 
la vez de poner el tema sobre la mesa. Esto nos pareció importante, más allá del procedimiento, que no 
sé si fue el mejor. No es una recriminación, pero no sé si el de que todos los miembros de la Comisión 
habilitáramos el ingreso del proyecto con nuestra firma fue el mejor procedimiento, porque pudo dar 
lugar a malos entendidos y alguien pudo pensar que estábamos de acuerdo con todas y cada una de las 
propuestas del proyecto. Por supuesto que no fue esa la intención del señor Presidente ni de ningún 
otro miembro de la Comisión, pero creo que el procedimiento debió ser otro. De todos modos, se 
decidió así y, en realidad, si otra vez fuera necesario hacerlo para que una iniciativa ingresara a la 
discusión parlamentaria, lo repetiríamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando hicimos la propuesta y desarchivamos todos los proyectos, hicimos 
llegar copias y contracopias a los señores Diputados; en ese momento, les preguntamos si estaban de 
acuerdo o no con aplicar este procedimiento. Fue una decisión voluntaria que cada miembro asumió 
libremente, no porque compartieran el proyecto, sino para habilitar la discusión. Eso nos quedó 
absolutamente claro. Y quisimos que las intervenciones quedaran registradas en la versión taquigráfica 
para que cada uno pudiera salvar su posición frente a sus votantes y a sus respectivos partidos. 


SEÑOR BARREIRO.- No me queda ninguna duda de que ha sido un acto voluntario y de que se 
habilitó la discusión, aun sabiendo que podíamos tener objeciones con respecto a algunos puntos. Pero 
me refería a que no a todos les quedó claro. 


En el día de ayer, al recibir a las Cámaras empresariales, se planteó el tema de que esta discusión podía 
llevarse al ámbito de una tripartita. Nosotros dejamos sentada nuestra opinión en el sentido de que podría 
haber sido conveniente por lo menos una etapa de discusión a nivel tripartito como algo enriquecedor y 
clarificador de situaciones. Creemos que el hecho de que estén presentes las partes "afectadas" -entre 
comillas-, en el buen y en el mal sentido, por este proyecto, ayudaría a que salieran a luz posiciones que 
servirían a la discusión parlamentaria, lo que para mí es la base de la discusión. Nadie más que el Parlamento, 
y en su inicio esta Comisión, tiene que elaborar el proyecto de ley. Esa etapa de discusión hubiera sido 
interesante, sujeta a ciertas pautas de plazos y de participación nuestra. 


Habida cuenta de que esa no ha sido la decisión de la mayoría de la Comisión, nos vamos a abocar a la 
discusión del proyecto porque creemos que participar en la discusión es nuestra responsabilidad. Entonces, la 
iniciamos hoy de esta manera general. 


Nuestra actitud en la discusión del proyecto parte de la base de que el tema de la actividad sindical y de la 
libertad sindical debe ser protegido y promocionado. Si no partiéramos de esa base nos estaríamos negando a 
la discusión del proyecto, porque esa es la columna vertebral de todo esto. En el análisis de cómo lo 
protegemos y cómo lo promocionamos, pueden surgir detalles. El hecho fundamental es la promoción y la 
protección de la libertad sindical, de la que derivan consecuencias. Cuando uno protege o promociona algo, 
tiene que establecer consecuencias para aquellos que cometen una infracción. Tendremos que estudiar cuáles 
serán las consecuencias y tendremos que ser muy cuidadosos; habrá consecuencias para el trabajador, para 
los empresarios y para la inversión. Tendremos que tener en cuenta ese equilibrio, porque de él va a depender 


la existencia del trabajador. Como decía el señor Diputado Pozzi -estoy de acuerdo con él-, las zonas de 
contacto entre el capital y el trabajo existen y es nuestra responsabilidad profundizarlas, adecuarlas. Creo que 
la etapa en la que pensábamos que el trabajo podía ser creado a voluntad o por voluntarismo ya pasó. Hoy 
nadie en el mundo puede sostener eso. Por lo tanto, cuidemos de no desequilibrar demasiado la balanza, de 
manera que aquellos que tengan interés o ganas de invertir y de crear una empresa se sientan desalentados, 
con lo cual el propio trabajador se va a ver perjudicado. En ese caso nos va a faltar el trabajador, que es el 
punto fundamental alrededor del cual gira esta protección sindical. Luego vamos a tener que ver cuáles son 
las vías para proteger la libertad sindical y quién va a decidir si se está ante un hecho discriminatorio del 
trabajador por participar de una actividad sindical. 


Un primer borrador que se nos había acercado trasladaba esa responsabilidad a la Administración, lo que nos 
parecía que desde todo punto de vista era inconveniente. Este proyecto de ley hace recaer la decisión de 
juzgar si existe o no un acto discriminatorio del trabajador por su actividad sindical y si se puede declarar 
nulo a la Justicia. 


Luego viene el procedimiento sobre el cual también tendremos oportunidad de hacer saber nuestras 
opiniones. Aquí se prevé el instituto de la ley de amparo, que nos parece bien. Veremos si podemos aunar 
criterios sobre el juicio que, en definitiva, va a terminar en la decisión de la Justicia sobre la nulidad o no del 
acto. 


En cuanto a las demás consecuencias que establece el proyecto de ley sobre aquellas empresas infractoras, 
como declarar nulo su acto de despido, vamos a dar nuestra opinión en su momento. Adelantamos que está 
bien que exista un registro de las empresas, pero deberemos estudiar muy bien el uso que se haga de él, 
porque puede tener consecuencias, no solo para el empresario sino para la empresa, la actividad del 
trabajador y la inversión. 


Creo que esos son los caminos en los que vamos a ir transitando. Desde ya adelantamos que apoyamos en 
general el proyecto, desde el momento que consideramos que la actividad sindical debe ser protegida. 
Cuando no se establezcan estos aspectos y se cometa una infracción, la Justicia deberá juzgar. Discutiremos 
hasta dónde podemos avanzar sobre las consecuencias sin romper ese equilibrio que nos parece fundamental 
entre el capital y el trabajo, del cual depende el derecho del trabajador de contar con un puesto de trabajo. 


SEÑORA PASSADA.- En el mismo sentido que la señora Diputada Peña Hernández, quiero expresar 
que es importante ir despejando los conceptos para el trabajo posterior de la Comisión, que será 
bastante arduo. 


Desde el propio Poder Ejecutivo -así lo estableció claramente el señor Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social cuando concurrió a esta Comisión e inclusive en los medios de prensa; y me consta que el sector de la 
señora Diputada Peña Hernández mantuvo una entrevista ayer con él- habrá un ámbito que va a ser, quiere 
ser y debe ser tripartito como se hará para la ley de libertades sindicales y para la ley de negociación 
colectiva. Esta ley va a tocar, nada más y nada menos, que el mundo del trabajo y las futuras relaciones 
laborales en este país en un nuevo marco que establece el nuevo Gobierno. Es importante que esto quede 
establecido para que no dé lugar a ningún tipo de confusión. Incluir en la ley de fueros el tema de la libertad 
sindical lleva a la confusión. Esta es una ley de fueros sindicales y no una que contemple el tema de las 
libertades sindicales. Creo que es importante que quede claro en la Comisión y también hacia afuera, porque 
ha generado una situación de confusión. La voluntad de todos nosotros es que ese tema sea discutido en ese 
ámbito tripartito y una vez que se apruebe la ley debe ser nuestro primer cometido. 


Por otro lado, me interesa resaltar -no solamente por la historia de algunos de los presentes en el mundo 
sindical- que el movimiento sindical tiene una particularidad bastante diferente a la del de la región y del 
mundo. Es un movimiento sindical que en el caso de algunos sectores, como el público, ha negociado en 
forma bipartita con cada uno de sus desconcentrados. Podemos decir que existe reconocimiento a la tarea del 
fuero sindical y respeto a las negociaciones colectivas. 


Es importante destacar en toda esta etapa que no es la figura del dirigente sindical la que el movimiento 
sindical intenta resguardar. Si no recuerdo mal, la propia señora Diputada Peña Hernández, cuando 
hablábamos de este artículo, manifestaba que no debemos crear una casta de dirigentes solamente sindicales 
en la protección del fuero, lo que comparto plenamente. El mundo sindical que tenemos no tiene esa 


característica, que sí existe en la región y que es respetable. Me parece importante destacar esto. El 
movimiento sindical, en la entrevista que mantuvo con esta Comisión, no lo manifestó porque este tipo de 
situaciones están sobreentendidas. 


Por otro lado, en cuanto a quién alcanzaría esta ley de fuero sindical, nos remitimos al artículo 1*, que hace 
referencia al derecho a la sindicalización, al derecho a la organización y al respeto de ambas organizaciones - 
tanto de parte del patrón como del empleado- y de los convenios. ¿Por qué el tema del dirigente? Porque el 
despido -ya lo manifestamos con mucha claridad- no va hacia la figura del dirigente sindical. 
Sistemáticamente, el despido ha ido hacia aquel que está conformando el sindicato y que no tiene al dirigente 
que lo apoye. Si pensamos en una asamblea convocada por el sindicato, pero a la que concurra el gremio de 
trabajadores -no es lo mismo sindicato que gremio- sin tener que estar afiliados a ese sindicato, podremos 
concluir que algún trabajador puede verse perjudicado por una sanción del empleador; está participando de 
esa asamblea, no está afiliado al sindicato y no integra ninguna lista sindical. ¿No lo vamos a proteger ante 
una situación de despido por haber participado en esa asamblea? 


Se ha hecho mucho hincapié en el tema de la prueba y de las listas negras, como decían los empresarios. El 
registro ya existe en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Es más: ha sido uno de los elementos 
importantes para los inspectores -lo comentábamos con colegas que han estado anteriormente en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social- porque no es lo mismo caer con una infracción a aquel que 
incumple por primera vez que a aquel que lo hace por cuarta o quinta vez. El registro para los inspectores de 
trabajo es fundamental. 


Con relación al derecho internacional comparado, podemos decir que varios países de América tienen en sus 
propios códigos de trabajo el registro que mantienen los Ministerios. Luego podremos ver si es público o no, 
pero existe y hay que desmistificar lo de las listas negras. 


Creo que esta ley -tendremos que legislarlo en la ley de libertades sindicales- ayuda a ordenar la gran 
desestructuración que tiene el mundo del trabajo. Hoy lo que más abundan son pequeñas empresas que, como 
ayer también se manifestaba, quizás son las más afectadas, y no el gran empresario. El que está más afectado 
y desregulado es el trabajador que está en esas empresas y su mundo está bastante desregulado. El Ministerio 
va a tener que hacer el seguimiento -que ya existe- del cumplimiento de un libro de sanciones, porque una 
cosa es el despido de un trabajador por incumplimiento de funciones, porque tiene inasistencias no 
justificadas u otras razones, que deberán asentarse en ese libro. Ello va a ser la prueba fundamental para 
decir, por ejemplo, que a Juan Pérez no lo despido por una actividad sindical sino porque no cumple con su 
función, ha sido observado en forma permanente y ha tenido suspensiones. Si el empresario cumple con la 
reglamentación vigente que existe, la prueba es muy fácil de demostrar. En una empresa más grande, los 
mecanismos son más viables y en la pequeña empresa va a ser una tarea educativa y tendrá que empezar a 
cumplirse esta función. 


De acuerdo con lo que planteaban la Diputada Peña Hernández y el Diputado Barreiro, creo que podemos 
llegar a grandes acuerdos en este proyecto de ley de libertades sindicales, porque el tema de cómo van a ser 
las relaciones laborales estará contemplado. En esto tenemos que dar protección y el alcance lo establecen el 
convenio y la propia Constitución. 


SEÑOR POZZI.- Voy a hacer algunas reflexiones después de haber participado en algún foro sobre 
este tema. 


La realidad es que en ningún lado donde hay empresas y sindicatos, y las relaciones laborales se mantienen, 
se ha dejado de realizar alguna cosa o se ha dejado de despedir gente afiliada al sindicato. He vivido la 
experiencia que va desde cerrar empresas con todos los trabajadores afiliados -la señora Diputada conoce 
bien todo el lío que hubo hace poco en Salus, y el Diputado Barreiro sabe lo que pasó en Urreta y Coca-Cola, 
que no es poca cosa- hasta las innovaciones tecnológicas más grandes que se hicieron en empresas en las que 
nos tocó estar. Por supuesto que hubo negociaciones, que en algunos casos fueron duras y complejas pero, 
finalmente, los cambios se hicieron. Se puede decir que salió más caro, que hubo que inventar fórmulas y que 
hoy hay trabajadores con 56 años en la industria de la bebida que están en la casa y cobran su sueldo sin ir a 
trabajar, aunque se le están pagando todos los beneficios sociales. Pero todo ello forma parte de las reglas de 
juego cuando un empresario ve que tiene la gran posibilidad de hacer un negocio en un país y no entiende 
que tenga que liquidar al trabajador, sino que debe llegar a un acuerdo -porque, de lo contrario, habría un 


conflicto latente que le puede salir más caro- para poder implementar un cambio que, en definitiva, le va a 
reportar una ganancia muy importante. Más allá de lo que ha trascendido en la prensa no creo que Bosnia y la 
empresa española vayan a dejar de invertir porque se apruebe esta ley de libertades sindicales. Ellas van a 
armar su departamento de recursos humanos y van a admitir que hay un sindicato, porque así lo hacen en sus 
países de origen -con muchísimas más cosas de las que podamos lograr nosotros en diez años de legislar-, y 
van a administrar el conflicto porque su negocio es mucho más importante. 


Después está el caso de los pequeños talleres mecánicos que tienen cuatro o cinco empleados, o el de los que 
tienen supermercados, en los que puede haber afiliación sindical. En un foro en el que participamos en el día 
de ayer nos decían que los abogados van a plantear un despido sindical por cualquier despido que se haga. 
Ello va a conducir a un juicio laboral porque esa industria también está armada. ¿Cuál es el dilema acá? ¿Es 
proteger o restringirnos en aprobar normas que protejan, o trancarnos en quién tiene que poner la prueba 
sobre la mesa? Ha habido ejemplos que costaron millones de dólares y me viene a la memoria el de la media 
hora de CUTCSA. Son situaciones donde la relación entre trabajadores y empresarios duró años de 
determinada manera y un día un abogado convenció a un trabajador, se planteó el juicio y costó millones de 
dólares. Había una cuestión de acuerdo tácito o implícito entre sindicato y empresa de que las cosas debían 
funcionar de una manera porque era lo mejor para todo el mundo, pero no era todo lo que el derecho 
individual del trabajo ampara. Y esto que fue visto por un abogado llevó al juicio. 


Me parece que, como sociedad, hay que apuntar a que se dé la posibilidad de que la cuestión se instale y el 
trabajador tenga ese primer arranque de consolidación. A partir de allí las relaciones laborales van a caminar 
muy lejos de esta ley; van a transitar por el camino que ambas partes decidan. Hoy ese grado de tránsito no se 
puede dar, por la sencilla razón de que se rompe el huevo antes de que nazca el pollo. Entonces, cuando se va 
a armar el sindicato, parten la cáscara, se rompe, ya no se arma, y no hay ninguna posibilidad de desarrollo 
posterior. Toda la sociedad va a ganar si dejamos de ver las cosas como una enemistad a muerte entre capital 
y trabajo, que no está avalada por una realidad que transitó el país durante muchos años ni mucho menos, por 
la que viene transitando ahora, donde hay más de un movimiento en conjunto entre trabajadores y 
empresarios para seguir en marcha. Esa es la realidad y creo que es más fuerte que cualquier posibilidad de 
desarrollo teórico de las catástrofes que pueden pasar con la aprobación de este proyecto de ley. Después 
puede haber una industria de reclamaciones laborales por juicio o porque se echó gente afiliada al sindicato, 
pero eso también sucede hoy. Eso no amerita el hecho de que dejemos desprotegida a una franja importante 
de trabajadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo que tiene que ver con el rótulo con que se manejan hoy los proyectos de 
ley, que es una potestad que asumen los secretarios de la Cámara, muchas veces hemos encontrado 
iniciativas rotuladas de una manera que lleva a confusión. Esto no tuvo nada que ver con la Comisión, 
ya que el título lo ponen las autoridades de la Cámara, pero eso ha llevado a algún tipo de confusión. 
Aquí se ha planteado la posibilidad de sentar a todos los trabajadores y a los empresarios nuevamente - 
se ha planteado en reiteración real-, la búsqueda de consensos, etcétera. Y a esa propuesta, como 
bancada de Gobierno, tenemos que decir que no. Ese momento ya pasó. Ayer nos permitimos hacer 
interpretar y trasmitir desde la Presidencia de esta Comisión a los empresarios, cuál es el alcance de 
este proyecto y que siguen vigentes las dos instancias que el Gobierno prometió. Para decirlo en otras 
palabras, esta ley de fuero sindical y pequeñas acciones a favor de la promoción sindical -como la cuota 
sindical y las carteleras en los sindicatos- es apenas a la libertad sindical como es hoy la aplicación de 
los consejos de salarios a una nueva ley de convenios colectivos. Entonces, así como coyunturalmente se 
necesitó el hecho de tener una herramienta -no íbamos a tomar un año o dos para discutir y saber qué 
herramienta tomar a fin de corregir la situación salarial que durante años no había funcionado en el 
país-, que es la ley vigente, esta se empezó a aplicar y hoy, mal o bien, se están discutiendo salarios. A la 
vez -lo expresé ayer y me permito repetirlo hoy- la negociación siempre tiene que ser entre iguales. Este 
es un pequeño país en el que nos conocemos todos; cuanto más pequeño es el asunto, más conocemos a 
los empresarios. Así lo vemos en el Palacio Legislativo, donde hay empresas terriblemente 
explotadoras. Y los compañeros que están en la Comisión Administrativa van a tomar medidas; los 
trabajadores están asustados porque quieren formar un sindicato y no saben cómo hacerlo, temiendo 
que los vean en contacto con nosotros. Entonces, es un hecho que se necesita un mecanismo -que a 
nuestro juicio debió haberse aprobado hace varias legislaturas- y con esta iniciativa proponemos se 
empiece a andar, porque es el equilibrio justo para la negociación colectiva, donde pueden participar 
en igualdad de derechos los empresarios que están cubiertos por todos los derechos. Aquí a veces se 
plantea que los empresarios tengan sus derechos y por cierto están en pleno goce de ellos, ya que no 


hay nada que los pueda perjudicar. En cambio, el trabajador ve depender su salario, su estabilidad 
laboral, y la estabilidad de su propia familia, de una decisión del empresario que puede decir que no lo 
quiere más en su establecimiento porque quiere formar un sindicato o porque tuvo el atrevimiento de 
plantear en nombre de dos o tres compañeros que quería un aumento. ¡Claro!, el telón de fondo es una 
gran cantidad de desocupados, y el empresario sabe que la ecuación lo favorece netamente. Lo digo 
porque hay muchísima gente para ocupar ese puesto por el que paga dos mil o tres mil pesos; estamos 
cansados de ver a vigilantes que trabajan en negro en los supermercados, a los que les pagan vintenes y 
echan cuando quieren. Es imprescindible que exista este instrumento. 


No quiero que suene categórico, imperativo o cerrado al diálogo, pero tengo que insistir en algunos aspectos. 
Hemos tenido una trayectoria más o menos larga en el movimiento sindical y no nos hemos caracterizado por 
ser extremistas, más bien hemos buscado siempre el diálogo; inclusive, participamos de las instancias que 
durante tres años presidió la doctora Ana Lía Piñeyrúa. Conocemos bien a todos los interlocutores que 
estuvieron ayer; venimos discutiendo con ellos desde hace años, y ese debate se extendió a los foros a los que 
se referían la señora Diputada Passada y el señor Diputado Pozzi. Ellos nos conocen a nosotros y nosotros los 
conocemos a ellos; no podemos sentarnos a discutir de nuevo este tema puntual. 


La señora Diputada Peña Hernández nos preguntaba cómo se Iba a instrumentar esto y nos prevenía sobre la 
posibilidad de que esto se hiciera a la ligera. Me permito decirle que ya llevamos un par de meses de trabajo 
entre la presentación de las propuestas y la obtención de información; cada uno de nosotros ha podido 
consultar con su sector político. Inclusive, como bien decía el señor Diputado Pablo Abdala, trascendió que 
tuvimos alguna discrepancia. Pero no olvidemos que también las empresas de los medios son muy 
importantes; en ese ámbito también hay un desfile permanente de trabajadores. De todos modos, no podemos 
negar que, como todo sector abierto y democrático, tenemos criterios encontrados, pero buscamos las 
soluciones y seguimos adelante. Eso no nos impide seguir trabajando con seriedad y presentar en cada 
reunión nuevos aportes. 


Insisto: nos hemos dado los tiempos necesarios para trabajar en esto y, además, estamos retomando una 
discusión de larga data en el país, convenios con más de cincuenta años de vigencia y un reclamo permanente 
de los Jueces. Decimos esto porque algunos afirman que los convenios de la OIT son autoejecutables, y 
Uruguay los tiene ratificados. Esto es un orgullo; cuando íbamos a la OIT decíamos que Uruguay tenía 
firmados todos los convenios pero, lamentablemente, no todos se ponían en práctica. Por eso, los Jueces 
piden un instrumento para manejarse. Una de las posibilidades es multar, pero el propio convenio y las 
recomendaciones de la OIT no son partidarios de hacerlo; inclusive, Uruguay ya ha sido observado por el 
Comité de Expertos de OIT por no manejar de manera debida los Convenios Nos. 98 y 87. Por ello creo que 
están dadas todas las condiciones para avanzar en esta situación. 


En cuanto al registro de infractores, es cierto que debe ser algo reservado; no queremos convertir esto en una 
situación que vaya en desmedro de fuentes de trabajo que todos queremos preservar. Reitero que esto se 
manejará con la reserva del caso y, en el momento en que analicemos esta situación, consideraremos si se 
trata de un infractor primario o de un reincidente. Entiendo que los empresarios se alarmen porque se puede 
fundir a una empresa, pero no se puede perdonar siempre, y aunque el castigo parezca duro, parece necesario 
para que se cumplan determinadas normas. Todos sabemos qué ha pasado en la práctica: a veces a los 
empresarios les conviene pagar determinada cantidad de dinero y sacarse de encima a los "revoltosos" -entre 
comillas- que molestan; entonces, los despide, paga lo que el Juez determina, pero el que pierde es el 
trabajador, porque el empresario se libra de esa "molestia", también entre comillas. 


Tengamos claro que nuestro derecho ya garantiza que los afectados son todos los trabajadores. Aquí se ha 
preguntado si acciona el sindicato o el trabajador, y al respecto la OIT dice que son los dos, y eso está 
clarísimo. Inclusive, aquí se ha reconocido, porque cuando se despide a un trabajador se agravia un principio 
elemental, un derecho humano fundamental, no sólo en lo individual sino en lo colectivo, que está 
representado por el sindicato y, por ende, este va y se expresa. Tanto es así que cuando se comprueba que un 
empresario reincide en el despido injusto de trabajadores, se le aplican graves sanciones por ese trabajador y, 
además, por cada uno de los trabajadores de la empresa. Esto significa que, aun cuando a nuestro derecho le 
faltan algunos instrumentos, ya viene aplicando un criterio que va en la dirección de lo que la OIT señala: la 
sanción es abarcativa del conjunto de los trabajadores. Y no hemos visto que los empresarios se quejaran por 
esto; es más: ellos también ratificaron este convenio de la OIT, por el que la sanción es por el individuo pero 
en la reincidencia van todos a la bolsa y tienen que pagar por todos los trabajadores. 


Quisiéramos avanzar hoy en estos criterios generales. A esos efectos, habría que determinar si estamos de 
acuerdo o no con la reversión de la carga de la prueba, en la reinstalación, en la creación del registro de 
infractores, en la declaración de nulidad del acto abusivo de una patronal, en la formación de la Comisión de 
carácter tripartito, etcétera. Este es el esquema general; el martes próximo podremos ir cerrando artículo por 
artículo. Nuestra intención es que esto ingrese al plenario la próxima semana. Ya hemos tenido oportunidad 
de analizar el proyecto y de expresarnos sobre los distintos puntos. Para nuestro sector, es urgente aprobar 
esta iniciativa y por ello proponemos que la discusión se ajuste a los criterios que, con tino, planteaba el 
señor Diputado Orrico. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- En primer lugar, quiero disculparme porque tuve que ausentarme 
brevemente para asistir a la Comisión de Industria, Energía y Minería, por un tema que era de mi 
interés y para realizar un planteamiento previo. 


No tengo ánimo de dar a esta intervención el tono de discurso; los discursos los haremos en Sala cuando 
llegue el momento de la deliberación, y seguramente su tono y su sentido estarán pautados por la posición 
que termine asumiendo cada una de nuestras bancadas en torno a este proyecto. 


En función del desafío que planteó el señor Diputado Orrico -que yo recojo-, quiero decir que estamos 
absolutamente de acuerdo con legislar en materia de fuero sindical; es una constancia que quiero dejar. No 
nos ruboriza, no nos tiembla el pulso ni nos pesa en la conciencia la circunstancia de avanzar en el espíritu de 
este proyecto de ley y -hasta me atrevería a expresar- en el camino de los objetivos que seguramente 
persigue. Lo digo porque parto de la base de la buena fe de sus firmantes y de quienes lo han propuesto; los 
objetivos son los que están sugeridos y nosotros los compartimos. De ahí a que coincidamos con cada una de 
las disposiciones que se sugieren, hay un trecho, que es el que estamos tratando de recorrer a partir de este 
momento. 


Por supuesto, comparto lo establecido en el artículo 1” del proyecto, que recoge una enunciación establecida 
en una norma de carácter internacional, ratificada por el país que, por esa sola condición, tiene valor y fuerza 
de ley. Además, este artículo define claramente la sustancia del fuero sindical como instituto de derecho 
laboral. Pero el asunto es ver qué grado de coincidencia tenemos en cuanto a las demás disposiciones y 
propuestas que vienen articuladas; en función de eso se podrá acompañar o no el proyecto. Si uno llegara a la 
conclusión de que comparte el artículo 1%, pero está en desacuerdo con todos los demás -no digo que sea 
nuestra posición-, tal vez eso desvirtúe el apoyo al proyecto como estructura normativa puesta al servicio de 
determinados objetivos. No digo que sea el caso; lo menciono, simplemente, como hipótesis de trabajo. 


Estamos de acuerdo con legislar en esta materia, en proteger los derechos de los trabajadores y en 
reglamentar el fuero sindical, de la misma manera que creemos que el país debería avanzar en la 
reglamentación, la legislación y la promoción de las acciones que establece el artículo 57 de la Constitución, 
en su más amplio concepto y previsión. En parte, creo que es este; esto es de rango constitucional, así que 
está muy bien que el Parlamento se proponga establecer las garantías del caso y acordar franquicias a las 
organizaciones sindicales y, por esa vía, promover su conformación. 


Nosotros creemos en los sindicatos como instituciones de actuación social de primer orden. Lo decimos con 
absoluta franqueza porque creemos que nuestros antecedentes personales -permítaseme el dejo aparente de 
arrogancia- así lo indican, tanto cuando fuimos sindicalistas en la Administración Pública, como cuando nos 
tocó ocupar el Directorio de dos empresas públicas; avala nuestros dichos la relación que mantuvimos en la 
ANP y en ANCAP con los respectivos sindicatos. 


Digo también con franqueza que mi sector político -y seguramente mi Partido- es partidario de avanzar en los 
otros aspectos que hacen a la relación laboral, no porque sea la mejor excusa para oponernos a que se avance 
primero en esto, porque no descartamos la posibilidad de empezar con este tema y de seguir con lo demás. En 
ese sentido, en lo que tiene que ver con lo que el artículo 57 mandata en cuanto a reglamentar el ejercicio y la 
efectividad del derecho de huelga, creemos que en algún momento el Parlamento debería plantearse esa 
cuestión, y adelanto que mi sector está trabajando en esa dirección. Creo que esto obedece a algo que 
señalaba el señor Diputado Pozzi -pienso que eran palabras del ex senador Jorge Rodríguez-, en el sentido de 
que la democracia no empieza ni termina en la puerta de la fábrica. Por lo tanto, tenemos que tener sindicatos 
fuertes y darles instrumentos para que se organicen democráticamente a fin de que la vida sindical, política y 
partidaria respire democracia -no digo que no lo haga hoy- para profundizar en esa dirección. Las propias 


recomendaciones de la OIT de alguna forma sugieren algo en este sentido. Estuve recogiendo algunos 
antecedentes. El Convenio N* 87, en el marco de la promoción de las organizaciones sindicales, determina la 
necesidad de que se establezcan sistemas de afiliación con estatutos, que sean observados por todos sus 
integrantes. Por ahí tenemos que caminar. Cuando hablamos de voto secreto no lo hacemos solo en términos 
de la declaración de una huelga sino como mecanismo, porque el voto secreto está en la base de nuestra 
organización democrática, de la elección de los dirigentes sindicales, de la definición de los distintos 
estamentos que hacen a la conducción de la vida sindical, en un marco que no tenga el propósito de debilitar 
la actividad sindical, sino de fortalecerla. Yo concibo eso con una condición muy importante: que quienes 
tengan derecho al voto -lo digo en términos estrictamente personales; no comprometo a nadie- y puedan por 
lo tanto incidir en la elección de los dirigentes o en la declaración de una huelga, tengan la condición de 
afiliados al sindicato. Lo digo porque a veces, hecha la ley, hecha la trampa. Yo he oído opiniones según las 
cuales el voto secreto debería ser para todos. No. Yo creo que tiene que ser para aquellos que se comprometen 
con la institución, que forman parte de ella, sin perjuicio del derecho al trabajo que puede tener una 
regulación paralela y podría o debería protegerse el derecho de todos los que quisieran hacerlo en cualquier 
circunstancia. 


Estas consideraciones las hago para marcar nuestra aproximación al tema en términos de que nos entusiasma 
trabajar en este proyecto de ley, estamos haciendo esfuerzos -tenemos una instancia más tarde en la bancada 
del Partido Nacional para aproximarnos a él, por lo menos en términos de su aprobación con carácter 
general-, pero creo que algunos artículos despiertan nuestra preocupación y no ayudan, ya no en los objetivos 
de proteger los derechos de los trabajadores sino más bien en el otro aspecto esencial, en todo esto que es la 
búsqueda indispensable de los equilibrios. Creo que algunos artículos tuercen el equilibrio o fuerzan la 
balanza en una sola dirección -no digo que este sea el propósito sino que es la consecuencia, desde nuestro 
modestísimo punto de vista- y seguramente no en el afán de favorecer a unos en detrimento de otros sino de 
favorecer a unos, lo que me parece muy loable. Sin embargo, creo que también hay que procurar -esta es la 
preocupación que transmitía la señora Diputada Peña Hernández y que hago mía- mantener el equilibrio en la 
mira de legislar en base al interés general, ya que el interés de los trabajadores es solo una parte muy 
importante, pero no la globalidad de la concepción que debe animar en nuestra acción a la hora de 
aproximarnos al interés general. Y esto no lo digo en términos de que en este proyecto favorezcamos al 
trabajador en detrimento del empresario. No; el tema no es focalizar la cuestión en el empresario como si 
fuera la víctima de este proyecto. Además, nosotros no tenemos que movernos por la defensa de intereses 
particulares o sectoriales que podrían estar siendo desplazados por esta norma, en la medida en que la misma 
resulte aprobada. Nos debe preocupar el interés de la empresa como unidad productiva de las que hoy están 
establecidas -con todas las dificultades que este mercado y esta economía representa, desde el punto de vista 
de la inversión y del trabajo- y con las que aspiramos a que se establezcan en el futuro. Por allí va el concepto 
de que estas medidas puedan conducirnos a desalentar la inversión o a establecer una serie de regulaciones 
desmotivantes para quienes quieran invertir, no solo del exterior sino del país. 


Creo que allí está el eje de las dudas fundamentales que tenemos y el centro que hoy nos está preocupando y 
que queremos profundizar a efectos de que algunos de estos instrumentos, para quienes los han concebido, 
redactado y presentado, son o no corregibles. Y voy a dejar planteados -se me contestará si se entiende 
pertinente- cinco o seis cuestiones que son las que más me preocupan. Por ejemplo, el artículo 1* recoge, 
desde el punto de vista de la enunciación del Convenio N”? 98, el fuero sindical como concepto y los extremos 
que configuran las actividades antisindicales. Leyendo la versión original del Convenio N* 98 advertí que se 
excluyó una expresión en el literal B) y quisiera saber por qué y en qué medida esto fue una inadvertencia o 
una decisión deliberada. El literal B) establece: "Despedir a un trabajador o perjudicarlo en cualquier otra 
forma a causa de su afiliación sindical o de su participación en actividades sindicales" y agrega dicho 
Convenio "fuera de las horas de trabajo o con el consentimiento del empleador". Esta última frase en el 
proyecto de ley está eliminada y quisiera saber por qué. No digo que esta eliminación sea motivo, para 
nosotros, de reprobación, pero me interesaría saber por qué no se recogió en el texto del artículo 1”. 


En cuanto al artículo 2”, no creemos que la acción de amparo sea un mal camino a estos efectos, sobre todo 
porque la Justicia laboral será la que intervenga. No me convence demasiado -lo digo con franqueza y 
salvando las explicaciones que dio el Presidente, que me parecen de recibo- en cuanto a la legitimación activa 
que se acuerda a las organizaciones representativas de los trabajadores. Entiendo que la OIT pueda considerar 
que el despido es una lesión o un agravio al trabajador individual y también al sindicato. Desde el punto de 
vista teórico es razonable y sensato establecerlo. Pero de allí a que el sindicato pueda accionar, tenga la 
legitimación para ir a un juicio a nombre de ese trabajador, es innecesario porque vivimos en un Estado de 


derecho y el sindicato puede respaldar al trabajador despedido en cualquier instancia procesal, en cualquier 
reclamo, en la propia acción de amparo. De manera que no le encuentro demasiado sentido, más allá de la 
explicación del señor Presidente desde el punto de vista de lo que está establecido en el papel de la norma 
internacional. 


En cuanto a la inversión de la carga de la prueba, tenemos una discrepancia que ha sido reiteradamente 
señalada por los Representantes de nuestro Partido en el ámbito de esta Comisión. Creo que es una mala 
solución y que va en contra de los principios generales del derecho. El Código General del Proceso establece 
con meridiana claridad que quien demanda o deduce alguna acción de carácter judicial tiene la carga de 
constituir los hechos de su pretensión. En ese sentido, esta inversión de la carga de la prueba no solo la 
consideramos innecesaria sino peligrosa. Si bien es verdad que hay empresarios deshonestos y conductas 
antisindicales y tenemos que salirles al cruce y legislar al respecto, no podemos considerar que todos los 
buenos están de un lado y todos los malos del otro. Y lamentablemente conductas y actitudes deshonestas, 
porque está en la naturaleza de las cosas y es la ley de la vida, las encontramos en todos los rubros de 
actividad: en la fuerza de trabajo, en el sector empresarial, en la actividad política. Todo está hecho por los 
seres humanos y, desde ese punto de vista, la naturaleza humana es unívoca, más allá de que se esconda 
detrás de un overol, de un uniforme o de un traje de calle. De manera que esa disposición para nosotros 
implica una solución que nos resulta casi imposible de acompañar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La inversión de la carga de la prueba no es una invención de quienes hemos 
redactado el proyecto, sino que proviene de documentos de la OTT que así lo recomiendan. Esto para 
informar la solvencia que tiene. El Comité de Expertos tiene recomendaciones desde el año 1987; la 
última creo que es del año 1998, por todos conocida. Hay una Recomendación N” 143, que habla de 
esas situaciones. En el año 1996, el Comité de Libertad Sindical de la OIT hace esta declaración en el 
caso 752 y establece: "además de los mecanismos de protección preventiva contra actos de 
discriminación antisindical (como por ejemplo, la obtención de una autorización previa de la 
inspección del trabajo antes de proceder al despido de un dirigente sindical)" -que es lo que se ha 
planteado por parte de alguna empresa como alternativa- "otra forma de garantizar una protección 
eficaz podrá consistir en obligar a los empleadores a aportar la prueba de que su decisión de despedir a 
un trabajador no está vinculada a las actividades sindicales del mismo". Esto está dentro de "La 
libertad sindical. Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical, del año 1996, 
caso 752. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Agradezco la aclaración, que me resulta de gran utilidad. Sin perjuicio 
de ella, entiendo que esto prueba que quienes elaboraron este proyecto lo hicieron con respaldo, y eso 
habla del sentido de responsabilidad de los proponentes. Que esté dicho en un Convenio o 
Recomendación de la OIT no quiere decir que tengamos que compartirlo. Al legislar estamos 
internalizando esas propuestas de carácter internacional en el derecho positivo. Desde ese punto de 
vista, a la hora de levantar la mano, podremos estar de acuerdo o no con que ellas tengan valor y 
fuerza de ley en el derecho interno. 


En cuanto al artículo 5”, creo que es un buen ejemplo del espíritu con el que nos aproximamos a este tema. 
Personalmente, y quizás el resto del Partido Nacional esté en la misma tesitura, voy a presentar -no sé si 
estoy en condiciones reglamentarias de hacerlo en la Comisión; de todos modos lo haré en el plenario o a 
través de mis compañeros de Partido- un artículo sustitutivo. Yo tampoco me opongo a cualquier forma de 
registro, pero sí a esta que viene sugerida en el proyecto de ley, que me parece de una excesiva y peligrosa 
amplitud por las mismas razones que señalábamos antes. En ese sentido, estaríamos dispuestos a 
aproximarnos a una solución -y formalmente la vamos a proponer- que implicara, a efectos de dar las 
certezas que hay que dar a la hora de legislar, establecer un registro de las características del que aquí se 
propone pero para aquellos casos de persecución antisindical o de despidos abusivos por esta causa, 
declarados en una sentencia judicial, basada en autoridad de cosa juzgada. Es decir que, en lugar de cualquier 
infracción como se ha establecido en el proyecto de ley, lo que es de una vaguedad y de una amplitud 
exagerada, sería sensato acotar esto a aquellos casos en los que intervenga un actor independiente, como sin 
duda es el Poder Judicial, que a todos da garantías. En este caso, quien fue demandado tuvo oportunidad de 
defenderse y las debidas garantías para reclamar imparcialidad en la dilucidación del asunto. En una 
sentencia judicial en ese ámbito, cumplidas las distintas instancias, si se declara una conducta antisindical, 
más prueba que esa de que allí se actuó en contra de la actividad sindical y de que ese despido fue abusivo, 


no pueden pedirse. Me parece un poco alto el período de la sanción. Dos años parece un período exagerado, 
aunque sé que esto es subjetivo y opinable. En ese sentido, vamos a proponer, cuando llegue la oportunidad, 
reducir ese plazo de la baja de la inscripción al año del reintegro del trabajador. Es una propuesta que 
oportunamente vamos a formular y que no compromete a la señora Diputada Peña Hernández, por lo menos 
por ahora. 


Tenemos algunas discrepancias con el tema de la retroactividad al 1? de marzo, aunque es algo instrumental 
porque se aparta de los principios generales del derecho. 


El artículo 9” tampoco nos satisface. Por supuesto que me parece bien que la cuota sindical integre las 
retenciones sobre salarios y pasividades, pero en cuanto a las prioridades que se fijan a la Justicia a la hora de 
su deducción, no me parece sensato que se las prefiera en relación a créditos que son de toda la sociedad, 
como los créditos del Banco de la República o el servicio de garantías de alquileres. En ese caso estaríamos 
transfiriendo un costo o perjudicando a la comunidad en su conjunto, al resto de la sociedad, en aras de la 
protección del derecho de un trabajador, de un sindicato o de una organización, de una asociación que, como 
tal, representa un interés sectorial pero no el de la comunidad en su conjunto. Estas son algunas de las 
discrepancias que el proyecto nos despierta, y las señalamos a efectos de ir dejando sentada nuestra posición 
y, al mismo tiempo -si se entiende oportuno y conveniente- escuchar los comentarios de quienes han 
presentado este proyecto de ley o lo están promoviendo, es decir, la bancada del Frente Amplio. Sus 
opiniones nos ayudarían mucho en cuanto a la definición que tenemos que tomar a partir de las próximas 
horas. 


SEÑOR POZZI.- La intervención del señor Diputado Pablo Abdala va en el sentido de lo que pensaba 
proponer a la Comisión, que era avanzar en la discusión del proyecto, ver en qué estamos de acuerdo y 
en qué no y despejar el camino. Es cierto lo que dijo el señor Presidente, en el sentido de que tal vez la 
semana que viene podamos tener una reunión más antes del martes, pero es nuestra intención que esto 
ingrese ese día al plenario, a fin de discutirlo lo antes posible y de lograr que al final de las sesiones del 
mes de julio de la Cámara de Diputados haya una votación afirmativa o negativa de este proyecto y 
vaya al Senado. Hay tiempos que nos están urgiendo porque hay muchos problemas de despido de 
trabajadores en varios lados que hoy no tenemos forma de solucionar; algunos se solucionan pero la 
mayoría quedan sin arreglarse. 


Si no entendí mal -considerando el proyecto de atrás hacia adelante- en los artículos 12, 11 y 10 no tenemos 
problemas. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Aclaro que hablo a título personal, pero creo que en el artículo 10 se 
debe hacer una corrección que me parece inevitable y que surgió de la comparecencia de las cámaras 
empresariales. Aquí se dice que la utilización de las carteleras "no deberían perjudicar el normal 
funcionamiento”, pero me parece que hay que conjugar el verbo en otro tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Allí se establecerá "no deberán"; eso podemos acordarlo ya. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- A los efectos estrictamente políticos -todos quienes están aquí lo 
comprenderán- debemos asumir que este intercambio de ideas no preconstituye una prueba, más allá 
de lo que queda dicho. El Partido Nacional analizará este tema y nosotros traeremos esa posición 
cuando llegue la oportunidad de la discusión particular, que tal vez sea en la próxima sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cómo no va a estar de acuerdo en esto el compañero Pablo Abdala, si él fue 
Director de ANCAP y allí tenemos el orgullo desde fines de la dictadura -inclusive un poco antes, 
porque nos enfrentamos duramente y ganamos un conflicto-, de compartir la cartelera sindical con la 
institucional. Cuando se entra al subsuelo, se ven los comunicados de ANCAP y los del sindicato, el que 
tiene reservado un tercio de la cartelera. 


SEÑOR POZZI.- Entonces, en el artículo 10 no tenemos problemas, haciendo la modificación del 
tiempo verbal. 


En el artículo 9% tenemos un problema, no por el hecho de que esté incorporado, sino por el lugar en que está. 


SEÑOR BARREIRO.- Yo tengo mis ideas con respecto a alguno de los artículos y también tengo que 
conversar en la bancada alguno de estos temas. En lo que se refiere a este artículo, me opongo a la 
derogación del artículo 1” de la ley vigente y creo que debe mantenerse como está. En todo caso, la 
cuota sindical iría detrás de lo que ya está fijando la ley. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- ¿El señor Diputado Barreiro estaría de acuerdo con modificar el 
artículo con esa condición? 


SEÑOR BARREIRO.- Propongo agregar el derecho del trabajador a que se le descuente la cuota 
sindical, pero sin derogar el artículo 1” de la ley; propongo que el orden se mantenga como hasta 
ahora. 


SEÑOR POZZI.- El artículo 8” tiene que ver con que se retenga la cuota sindical a los trabajadores, 
previo consentimiento, y creo que aquí no tenemos inconveniente. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Tal vez lo que aprecié cuando estudié este artículo es una cuestión de 
forma, pero me parece que sería prudente que al establecer el derecho a que se retenga la cuota 
sindical el consentimiento podrá ser revocado en cualquier momento, aunque va de suyo. Me genera 
algunas dudas -por eso pido tiempo para analizar esto hasta la próxima reunión- la facultad que se le 
otorga al sindicato en el artículo 2”, ya que el porcentaje será fijado por el sindicato. 


SEÑOR POZZI.- En general, esto se fija a través de una asamblea; no existe la posibilidad de que la 
dirección de un sindicato aumente o rebaje la cuota. Aunque aquí no esté escrito, esto es con el 
consentimiento de la asamblea de trabajadores. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quizás por eso mismo, y porque lo que abunda no daña, en el 
inciso primero se debería establecer que en cualquier momento ese consentimiento podrá ser revocado, 
lo que podría ser una garantía para el trabajador individualmente considerado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habría inconveniente pero, ¿qué sucede? Cuando yo estaba en ANCAP 
todos pagábamos la cuota sindical y le comunicábamos a ANCAP cuando se había modificado. 
Inclusive, una asamblea podía modificar la cuota por un mes -de acuerdo con la voluntad de sus 
trabajadores-, subiéndola del 1% al 2%, porque había que hacer determinada campaña de publicidad. 
En ese caso ANCAP, tomaba recibo y eso era sagrado; lo aplicaba y se terminó el partido. Además, a 
través del sindicato estábamos afiliados a otras organizaciones -a ANDA, a AEBU u otras-, pero va de 
suyo que así como alguien puede estar afiliado al SEMM, si mañana se borra, no se lo descuentan más. 
Este caso es igual; tampoco podemos pensar en una situación casi maquiavélica en la que alguien se 
afilió y no se puede borrar más. Quienes saben -no soy erudito en esto- nos han enseñado que la 
práctica parlamentaria pide una prolijidad mínima y hay cosas que son muy obvias; de todas formas 
podemos analizarlas. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Salvo una situación, y es que el consentimiento inicial fuera dado por 
un período prolongado. Entonces, si se establece a texto expreso la facultad de dejarlo sin efecto en 
cualquier momento está dando al trabajador esa garantía que no es sobreabundante. Pienso en el 
ejemplo de los canales de cable que muchos de los que estamos afiliados sufrimos. En ese caso, se nos 
hace firmar contratos de adhesión cuya letra chica no leemos -es un ejemplo en el que razono por el 
absurdo- y tenemos que esperar la oportunidad anual, que no es la que se nos ocurre a nosotros sino a 
la empresa, para poder desafiliarnos. 


SEÑOR POZZI.- Lo que en general sucede con el tema de la plata y los trabajadores es algo 
complicadísimo y más en el caso de los dirigentes sindicales que se cambian todos los días juntos. Si 
alguien no quiere estar más afiliado al sindicato, presenta una carta de renuncia y puede estar 
tranquilo de que la cuota no se la descuentan más. Si se la llegan a descontar se arma un lío bárbaro 


porque lo primero que dice la empresa es que está sujeta a reclamaciones. Podemos buscar la vuelta a 
este tema, pero en la realidad estas cosas no suceden y el asunto es mucho más directo. 


En el artículo 7? tenemos diferencias con respecto a la retroactividad. 


SEÑOR BARREIRO.- Yo tengo dudas en cuanto a la efectividad de la medida, porque tengo entendido 
que ha habido casos de despidos arbitrarios, por persecución sindical, y que la mayoría de ellos han 
sido subsanados. Esa es mi primera duda pero, además, tengo una duda jurídica. En estos temas tengo 
que consultar porque de derecho sé poco y en medicina solo nos enseñan medicina legal. La verdad es 
que las opiniones que he encontrado son diferentes. En realidad ha primado la idea de que las leyes no 
son retroactivas, pero en la práctica se han aplicado leyes con carácter retroactivo. Esta es una 
discusión jurídica y estoy en la duda, por lo que me gustaría pensar esto un poco más. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quienes saben me acotan que según el artículo 7” del Código Civil 
las leyes no pueden ser retroactivas, lo que me dejaría cierta duda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Código Civil establece que las leyes no pueden ser retroactivas, salvo que 
la ley así lo determine. Es decir que se trata de un tema complejo y eso ha posibilitado que existan 
infinidad de leyes que dan carácter retroactivo a sus denunciados. Pero eso es por ley. No puede venir 
el Poder Ejecutivo a decir que una norma se implementa desde tal fecha. No; la ley debe determinarlo. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Creo que también en base a eso no se actúa conociendo sobre qué 
armas se va a trabajar; no se actuó desde el 1”? de marzo en ese sentido y también me da la sensación de 
que vamos a legislar en este artículo con respecto a ciertos casos que fueron los que sucedieron. Es 
decir que vamos a legislar en particular para determinada cantidad de casos y creo que eso ya no va a 
lo general que debe tener una ley. 


Hace pocos días, en el Ministerio nos dijeron que había solo seis o siete denuncias y algunas ya estaban 
solucionadas, por lo que creo que eso es lo único delicado que deberíamos tener en cuenta, porque no 
podemos legislar para casos particulares, sino generales. Esa es la única gran duda que me queda. 


SENOR BARREIRO.- ¿Cuál es el objetivo de solicitar que esta norma sea retroactiva al 1% de marzo? 


SEÑOR POZZI.- No sé cuántos casos quedan sin solucionar a la fecha, pero sé que en un primer 
momento hubo muchos. Además, hay muchos de los que no nos enteramos porque se produjeron antes 
de que la gente formara el sindicato y, por ende, ni siquiera tuvo la posibilidad de reclamar. Podemos 
enterarnos de lo que ocurre en un lugar en el que hay cierta organización e, inclusive, hasta es posible 
corregir algunos aspectos -me consta que el Ministerio lo ha hecho-, pero reitero que hay casos que no 
se conocen. Por ejemplo, se nos habló de un caso que se dio en el interior, en el que la gente se reunió 
para formar el sindicato, el supervisor los vio y los echaron; ni siquiera se formó el sindicato. Nos 
consta que debe haber más situaciones de este tipo, que son injusticias. 


En los últimos tiempos se han formado muchos sindicatos para intervenir en la negociación de los consejos 
de salarios y reivindicar los derechos de los trabajadores, y muchas patronales reaccionaron abortando eso de 
pique. El hecho de que esta norma sea retroactiva abre la posibilidad de que esos trabajadores se presenten, 
reclamen, inicien los procesos que la ley prevé y, si la Justicia les da la razón, puedan volver a sus lugares de 
trabajo. 


Por otra parte, va de suyo que si los empresarios saben que lo que hagan se va a tener en cuenta porque la 
norma regirá desde el 1” de marzo, tratarán de parar un poco la mano. 


SEÑORA PASSADA.- Últimamente, los despidos se dieron cuando el sindicato estaba casi 
conformado; por ello, la DINATRA actuaba directamente, inclusive, en los consejos de salarios, porque 
se daba la contradicción de que el empresario estaba participando de esa instancia y, a la vez, reprimía 
la conformación del sindicato. 


El PITCNT nos ha dado un dato importantísimo: en los últimos tiempos, 30.000 trabajadores se han 
sindicalizado, fundamentalmente, trabajadores rurales. Pero insisto en que muchos de estos trabajadores no 
han podido llegar a formar el sindicato porque han sido despedidos antes. 


Lo que importa es la tarea de prevención, porque desde el momento en que se habla de aprobar una ley de 
fueros, algunos empresarios empiezan a corregir situaciones anómalas y otros aprovechan la oportunidad 
para despedir a quienes intentar crear un sindicato. 


En este caso, es muy claro que este sistema sería mucho más rápido en cuanto al tiempo que insume. El 
reclamo del trabajador va a existir siempre, pero si tenemos una norma de este tipo, podremos corregir las 
situaciones de injusticia que se dieron en los últimos meses. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Disculpen que haya estado entrando y saliendo, pero también estoy 
participando de la reunión de la Comisión de Industria, Energía y Minería con la URSEA; inclusive, 
nos demoramos un poco porque al mediodía se reunió el Directorio del Partido Nacional y durante más 
de una hora consideramos la propuesta del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de seguir 
adelante con este tema y abrir un ámbito de diálogo, que aceptamos como una muy buena señal 
política. 


Ratificamos nuestra voluntad de trabajar sobre el tema del fuero sindical; nuestro ánimo es que se legisle en 
esta materia. Como saben, hubiéramos deseado que antes se realizara un diálogo tripartito, asistido por la 
OIT; queremos dejar sentada la solicitud formal de que, sin perjuicio de que sigamos avanzando en este tema, 
tal como han solicitado los miembros de la Comisión que responden al Poder Ejecutivo, se haga una gestión 
ante la OIT para que, antes de la votación definitiva, se realice un seminario en el que todas las partes puedan 
exponer sus puntos de vista. 


Insisto: ratificamos nuestra voluntad de trabajar en este tema. Inclusive, estamos estudiando la posibilidad de 
presentar un proyecto alternativo pero, por una cuestión de realismo político, en caso de que la mayoría 
insista con este proyecto, trataremos de introducirle las mejoras que podamos. Este es el ánimo; tenemos la 
mejor disposición para trabajar. 


Con respecto al artículo 7", no se trata de un tema de retroactividad; para mí, el tema está vinculado con el 
principio de legalidad, que tiene mucho más que ver con la creación de un subtipo ilegal que se aplica 
retroactivamente. Nosotros no podemos tipificar un delito mediante ley y decir que se va a aplicar para atrás, 
porque nadie puede ser mandado de lo que la ley no manda ni prohibido de lo que la ley no prohíbe; esto 
deriva del derecho romano: "nulla pena sine legge" o "nullum tributum sine legge", que refiere a la aplicación 
del principio de legalidad en derecho tributario. Lo que decimos es que al crearse determinadas sanciones 
vinculadas con la inscripción en el registro, en la obligación de restituir y con la aplicación de la nulidad 
absoluta, y aplicarlas retroactivamente, se están imponiendo condiciones diferentes a las que existían, lo que 
transforma este artículo en inconstitucional, no por la retroactividad sino por la violación del principio de 
legalidad. Se pueden crear subtipos ilícitos -como entendemos que se hace en este caso- hacia el futuro, pero 
al hacerlo hacia el pasado se violenta el principio de legalidad. Este es el reparo mayor que hacemos. 
Naturalmente, la ley puede ser retroactiva, pero no creando ilícitos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 1% es muy importante; constituye una declaración, una 
reafirmación de disposiciones vigentes. No crea un derecho; reafirma la vigencia de una norma que ya 
existe en el país; de alguna manera, estamos reafirmando la vigencia de artículos constitucionales y de 
convenios de OIT. Por ello, consideramos que es uno de los artículos medulares del proyecto. 


Las causales se han recogido en forma prácticamente literal. De todos modos, se nos ha hecho ver que quizás 
hay algunas correcciones que introducir en la redacción. Si no las hacemos, podemos agregar por separado 
que tenemos interés clarísimo en incluir lo relativo a la gestación de los sindicatos. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Consultamos con relación a una expresión que está mencionada en el 
literal B) del artículo 1” del Convenio N” 98 que no fue recogida por el proyecto, aunque no es 
obligatorio que lo haga. Pero si es una transcripción textual en referencia a que esas actividades se 
desarrollen fuera de las horas de trabajo con el consentimiento del empleador, quisiera que se 


confirmara lo que es presumible, es decir, si es una actitud deliberada, en el sentido de una definición 
conceptual de los proponentes del proyecto. En ese caso, discrepo con ese aspecto del Convenio 
internacional. Hago este planteo a título informativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se ha tratado de ser piedeletrista en lo conceptual con respecto al Convenio. 
No obstante eso, se ha tratado de adecuarlo a nuestras circunstancias y a lo que se ha venido 
planteando. Debemos saber que el mayor riesgo lo corre el que está tratando de formar un sindicato. 
Se podría terminar cuando se dice "su participación en actividades sindicales". La creación de un 
sindicato es una actividad sindical. Estas son actividades sindicales, porque tienden a la formación del 
sindicato pero, para ser más claros establecimos: "incluyendo aquellas tendientes a la constitución de 
organizaciones o coaliciones de trabajadores". Si se quiere, también se puede incluir a los empresarios, 
pero creo que ellos nunca han tenido problemas en este sentido. Parecería que se los ofendería. Los 
empresarios se juntan como quieren y de la manera que quieren, tienen distintas corrientes. Se trató de 
ser piedeletrista y manteniendo el sentido de lo declarado por el Convenio N” 98 en ese literal B); se 
está reproduciendo una parte y se está incluyendo lo que nuestras circunstancias determinan en forma 
prioritaria. Esta es la explicación de que no se trata de un error, sino que se dio luego de la 
intervención de varios compañeros. 


SEÑOR BARREIRO.- El señor Diputado Pablo Abdala hacía notar una puntualización que yo realicé 
en oportunidad de la visita del Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social a la Comisión. Se había 
omitido la parte del Convenio que se refiere a la participación en actividades sindicales. El Convenio 
dice: "(...) fuera de las horas de trabajo o con el consentimiento del empleador durante las horas de 
trabajo". Es importante la aclaración de la previa autorización del empleador para realizar 
actividades sindicales en horario de trabajo porque omitirlo -como lo hace el proyecto- puede generar 
dudas y llevar a que se interprete que se pueden realizar actividades sindicales durante el horario de 
trabajo. El señor Presidente manifestó que al transcribir el artículo se había omitido por error. 


(Diálogos) 


SEÑOR POZZI.- Evidentemente no está incluido. Nuestra principal cabeza está en tratar de proteger 
el inicio de la formación del sindicato. Acá tuvimos un fuerte debate sobre si teníamos que especificar 
la forma como se protegía en la ley la formación del sindicato o si hacíamos una consideración general. 
O sea, podríamos poner que la forma de proteger la formación del sindicato es que cada vez que se va a 
formar el sindicato se avise con tres días de anticipación al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
que el Ministerio mande un inspector para corroborar, etcétera. Hoy el Presidente daba una 
explicación acerca de las leyes, que a veces son generales y que, quizás, esto se podría tratar desde el 
punto de vista de la reglamentación o en un acuerdo de partes. Entonces, surgió la idea de incluir 
aquellas actividades tendientes a la constitución de organizaciones o coaliciones de trabajadores. 
Evidentemente, no está reflejado exactamente lo que establece el Convenio, pero son cosas que se 
pueden ver. 


(Diálogos) 


SEÑOR BARREIRO.- No tengo ningún inconveniente con respecto a lo que plantea el señor Diputado 
Pozzi. La participación en actividades tendientes a la constitución de organizaciones o coaliciones de 
trabajadores es una actividad sindical. Es redundante, pero lo que abunda no daña. Pero hago hincapié 
en que no se establece la parte del Convenio que refiere a la realización de actividades fuera de las 
horas de trabajo o con el consentimiento del empleador, porque lo dice el Convenio y, además, omitirlo 
daría la sensación de que esas actividades pueden realizarse sin el consentimiento del empleador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que vamos a estar de acuerdo con esto. Si nos remitimos al Convenio 
N? 98, nos referimos a todo el Convenio. Posiblemente tengamos que establecer un artículo más, en el 
que se diga que se incluyen aquellas tendientes a la constitución de organizaciones o de coaliciones de 
trabajadores. Ese está vigente y no ha causado ningún problema. Cuando se va a realizar una 
asamblea, los trabajadores piden autorización para ir; en todo caso, el sindicato negocia el momento 
adecuado para realizarla. Parecería normal que lo reproduzcamos todo. 


Acá no se incluye una situación que consideramos que debe incluirse, más allá de lo que establece el 
Convenio N* 98. Cuando menciona actividades sindicales fuera de las horas de trabajo podría tratarse del 
hecho de ir viendo quién se va a afiliar. Pero vamos a dejar claro que se refiere a la formación y constitución 
del sindicato. 


(Diálogos) 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- No queremos que la mayoría haga esfuerzos innecesarios antes de 
tiempo. 


Sería bueno dejar constancia de la voluntad de hacer ese ajuste. No lo hagamos todavía. No pretendemos que 
corrijan una redacción que, quizá, no acompañemos. Espero que la acompañemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se trata de trabajar de la mejor forma posible. Queremos saber dónde están 
parados con respecto a cada uno de los artículos y que, a su vez, ustedes sepan qué margen tenemos 
nosotros para realizar correcciones. Nos consta que van a consultar a sus autoridades. Por lo tanto, 
cuantos más elementos tengamos será mejor. 


(Diálogos) 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Vamos a tratar de mejorar la ley, inclusive, en caso de no votarla. Me 
gustaría saber si se considera que es una actitud desleal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por el contrario, esa es una actitud que dignifica a alguien que aunque no 
está de acuerdo, trabaja para mejorar lo que hay. Nosotros hemos trabajado muchos años en esa 
situación. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- No recuerdo de dónde surge la expresión y a qué refiere el tema 
relativo a coaliciones de trabajadores. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está referido a organizaciones de segundo grado. Recoge a determinadas 
gremiales que no son visualizadas por todo el mundo, pero que existen y funcionan. 


(Diálogos) 


SEÑOR POZZI.- Tienen un funcionamiento orgánico, pero no están referidas a ningún estatuto. Son 
confederaciones que se reúnen y funcionan, realizan planteos pero no hay nada oficial que establezca 
que existen. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- El mayor problema que le veo al literal b) es un tema de prueba. Las 
dificultades que imagino con respecto a esta ley no están vinculadas solamente a muchas cosas que 
puedo no compartir. Me queda la duda de que se pueda decir: 'me echaron porque llegué tarde pero, 
en realidad, es que estaba formando el sindicato". Tango miedo a la desnaturalización de la ley en la 
práctica. 


SEÑOR POZZI.- Hemos discutido bastante y tuvimos que tomar la decisión de redactar esto y que 
después en la reglamentación de la ley se especifiquen los métodos; en realidad, no sabemos cómo va a 
ser. 


Por ejemplo, consideramos muy saludable lo que actualmente hace FUECI. Me refiero a que cada vez que 
arma un comité de base en alguna parte -aunque sea chiquito-, remite al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, al Parlamento y a todo el mundo una nota en la que consta qué personas se afiliaron, quiénes son los 
representantes, por quiénes están respaldados y, además, eso se firma. Eso es un aval. 


Nosotros dudamos entre detallarlo en la ley -los compañeros me hicieron saber que parecía 
desproporcionado- o poner algo que protegiera eso y luego ver si se reglamenta con la ley o a través de algún 
mecanismo para ver que se está formando un sindicato con la toda la legalidad correspondiente. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Esas eran las cosas que me parecía que podían constituir una salida. 


En el inciso primero una de las últimas frases establece "es absolutamente nula cualquier discriminación". 
¿Esto está tomado de la declaración sociolaboral o es una definición política? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es una definición política que surge de la interpretación de muchos 
Convenios de la OIT, de la declaración sociolaboral en algunos aspectos. Se trata de declarar la 
nulidad de un acto que para nosotros es de carácter abusivo, es un despido abusivo. Como es así, no 
cabe otra cosa que declarar su nulidad, con lo cual estamos haciendo pie a la reinstalación del 
trabajador a posteriori. Una cosa está vinculada a la otra. Si el acto es considerado por el Juez 
actuante como de segregación a la actividad sindical, se declara que ese acto es nulo. Se declara porque 
existe en nuestro derecho -a nuestro modo de ver-, en los convenios, la disposición que establece que eso 
no se puede hacer. Por lo tanto, si se hace, esa acción se declarará nula. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- No sé si la palabra es "nula"; quizás sea mejor el término "ilegítima". 
Sería bueno que lo consultaran con sus asesores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podemos ver algún término que se adecue mejor. Creo que esta palabra es 
absolutamente clara, aunque tomamos en cuenta el planteo. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Me gustaría dejar la consideración del artículo 2” para la próxima 
sesión. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Sin perjuicio de respaldar la postergación que propone la señora 
Diputada Peña Hernández, en la sesión anterior planteamos nuestra objeción -que queremos 
reafirmar- con relación al inciso segundo, que tiene que ver con la legitimación activa. Ahora queremos 
plantear algo que puede mejorar el proyecto. 


El último inciso hace referencia al patrono, término que asocio a la actividad privada. Entiendo que el 
término más correcto sería "empleador". Supongo que el propósito es que este proyecto ampare no solo a los 
trabajadores privados sino a los públicos, y en eso al Presidente lo comprenden las generales de la ley. No sé 
si exclusivamente en este particular inciso o si también en otras expresiones del proyecto habría que 
establecer o salvar por la vía de un inciso independiente que esta ley abarca a la actividad laboral en su 
sentido más amplio, incluyendo a la actividad pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 


En consideración el artículo 3*. 


En este caso se hace referencia a la inversión de la carga de la prueba. Se han planteado distintas situaciones. 
En lo que nos comprende, reafirmamos que esto no es una invención, sino que tiene fundamentos muy 
sólidos en la doctrina laboral y en los convenios de la OIT. Por lo cual no es una invención de la actual 
Administración con el fin de favorecer algún tipo de situación. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Ya han sido planteadas las inquietudes. 
SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- ¿Cuál será el régimen de trabajo? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos haciendo una aproximación a lo que será la redacción final de estos 
artículos. Hay una serie de inquietudes que recogemos, que respetamos profundamente, de crear 
ámbitos, de invitar a organizaciones internacionales, etcétera. Pero no nos vamos a hacer trampas al 


solitario. Consideramos que ha pasado el tiempo de esas situaciones y de ahora en más nos abocaremos 
a terminar de redactar este proyecto de ley para que sea considerado en el plenario en este mes. Será 
en una sesión ordinaria o extraordinaria, pero queremos resolverlo con celeridad. Esto no quiere decir 
que los compañeros no puedan realizar todos sus aportes. Estaría muy bien lograr un acuerdo entre 
todos, pero sabemos que eso no se va a dar. En algunas cosas pensamos diferente, por eso nos 
interesaba que todos dejaran en claro su posición sobre cada uno de los artículos. Hemos tomado nota, 
estudiaremos la versión taquigráfica y en la próxima sesión, la bancada del Frente Amplio, a la que 
representamos, va a venir con una posición definitiva con respecto al articulado. Allí decidirán si lo 
comparten, si lo comparten en parte, etcétera. Se seguirá el proceso habitual. 


En consideración el artículo 4”, que mantiene las sanciones pecuniarias previstas en el artículo 374 del 
Código General del Proceso. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Tengo que hacer a este artículo una observación, porque esto también 
se aparta de lo previsto en el Código General del Proceso. Quisiera conocer el fundamento de esto; no 
me estoy oponiendo a priori. Pero no es eso lo que establece el artículo 374, que constituye un fondo. 
Allí se establece: "Las cantidades que se paguen pasarán a un Fondo Judicial que será administrado 
por la Suprema Corte de Justicia". Acá hay un radical cambio de destino de esos fondos -y no digo que 
esté injustificado-, beneficiando a la parte actora. Esto me plantea una segunda duda, y es si por parte 
actora se entiende al trabajador individualmente perjudicado o al sindicato. Me parece una cuestión 
cualitativa a determinar. La objeción que en principio hago a este artículo 4” es su excesiva vaguedad 
en la resolución o en el cambio de destino de este artículo 374 del Código General del Proceso. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Según el artículo 374 del Código General del Proceso, ese fondo iría 
para el Poder Judicial y sería administrado por la Suprema Corte de Justicia. Entonces, se obtendría el 
resarcimiento del daño y el producido iría a la parte actora. Tendríamos dos resarcimientos 
monetarios: uno que se genera como multa que va para la Suprema Corte de Justicia y otro que va 
para la parte que promueve el juicio. 


SEÑOR PRESIDENTE. Sí. El artículo 4% establece: "Las sanciones o conminaciones pecuniarias 
previstas en el artículo 374 del Código General del Proceso serán independientes del derecho a obtener 
el resarcimiento del daño, y su producido beneficiará a la parte actora". 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Por supuesto que la independencia en cuanto al derecho al 
resarcimiento va de suyo. En eso estamos de acuerdo. Además, el daño, por definición, se puede 
reclamar por las vías correspondientes, sea este daño moral o daños y perjuicios en general. El tema 
era el cambio de destino. Aun compartiendo el criterio establecido en el artículo, puede plantearse una 
inconsistencia que a la hora de la aplicación puede generar problemas de interpretación, porque no 
está debidamente definido en la lógica del proyecto cuál es la parte actora. Si mañana se plantea un 
contencioso entre el trabajador y el sindicato al cual está afiliado, ¿quién tiene derecho a ese 
producido? Si se aprobara la legitimación activa prevista en el artículo 2”, ¿quién es la parte actora: la 
institución sindical o el trabajador despedido? Allí hay una deficiencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como nosotros habilitamos las dos vías, puede actuar el trabajador o el 
sindicato. Según está expresado hasta este momento, el producido podía ir a la parte actora. Es obvio 
que si actúa el sindicato, será el sindicato el que perciba el dinero, y si fuera el trabajador, será el 
trabajador quien lo haga. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Es una interpretación. 
SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Entonces, siempre se tuvo en cuenta el tema del doble resarcimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En principio, esta situación es uno de los puntos que estamos analizando con 
nuestros compañeros colaboradores en materia jurídica para determinarla con precisión. No puedo 
dar en este momento una pregunta categórica sobre este asunto. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Ese mismo fondo podría ser para la parte actora y allí eliminamos el 
doble resarcimiento. En ese caso habría que dejar sin efecto parte del artículo 374. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Exactamente. Ese fue uno de los temas que estuvimos viendo en el estribo. 


En consideración el artículo 5*. 


Este tema ha sido cuestionado. Ya se hizo referencia a la reserva de ese registro. Nosotros estamos 
absolutamente de acuerdo con que debe ser un registro reservado, porque no se trata de perjudicar a alguna 
empresa. Recogemos el planteo en cuanto a que la inscripción caduque al año. Lo analizaremos. 


Sobre el tema del proceso de licitación, hemos recepcionado inquietudes, no solo de los integrantes de la 
Comisión sino de los empresarios. Estamos analizando el asunto. Una cosa es la entrada al registro y otra la 
reincidencia. Es muy probable que arreglemos el tema desde el punto de vista de que un error lo comete 
cualquiera. Entonces no, porque esté en el registro va a dejar de participar en una licitación. En una segunda 
instancia va a estar en la lista de infractores, por lo que será más grave lo que está sucediendo. Creemos que 
la reiteración en la violación de los derechos del trabajador debe tener una penalidad lo suficientemente 
aleccionadora como para que no se incurra en la reiteración permanente de esta situación. Empleadores que 
puedan solventar multas podrían seguir manejándose en esas condiciones inapropiadas. 


SEÑOR BARREIRO.- Acerca de geste artículo yo había hecho una puntualización en oportunidad de 
la visita del señor Subsecretario, y es que no quedaba claro quién era el que ordenaba la inscripción en 
el registro. En ese momento el señor Subsecretario coincidió conmigo en que es el Juez el que debe 
ordenarla. No estaba claro en la redacción del proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo ordena la Justicia sobre cosa juzgada. En eso estamos todos de acuerdo. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- ¿Quiere decir que el planteo que adelantamos a título personal y que 
la señora Diputada Peña Hernández parecería haber recogido con entusiasmo, y eventualmente el 
señor Diputado Barreiro también, podría aproximarse a una fórmula intermedia que los firmantes del 
proyecto pudieran considerar, o el artículo es innegociable? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Acabo de señalar que no es innegociable, fundamentalmente en lo que tiene 
que ver con la lista. En cuanto al tiempo, podemos tener mayor o menor flexibilidad. Nos interesa 
marcar la reiteración del hecho porque ahí sí se configura esto. En nuestro país no hay empresarios o 
mandantes que no sean inteligentes, por lo que si es en reiteración real -aunque es una expresión de 
derecho penal y no laboral- se justifica que tenga una sanción de las características que estamos 
planteando. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Así como está redactado el artículo, entiendo que la sanción se 
aplicaría la primera vez. No entiendo cómo se duplica en el tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos planteando otra redacción. Más allá de que lo haga por primera vez, 
será juzgado por el Juez, tendrá que resarcir, reincorporar y procesar todo lo que hemos hablado, así 
como reinstalar al funcionario. Por lo tanto, quedará en la lista de infractores. No obstante, si vuelve a 
reiterar esa conducta, el hecho es más grave; ni que hablar si esto se convierte en costumbre. Parecería 
lógico que hay que tomar alguna previsión, si no sería demasiado liberal el artículo. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Tratemos de que el artículo quede redactado de la mejor manera 
posible, aunque en realidad no me gusta; me parece que no es bueno. También me queda la duda de 
por qué no usar el registro ya existente. Creo que hay una cantidad de infracciones a la normativa 
laboral que deberían considerarse en conjunto. Estoy pensando en voz alta. 


Disculpen la forma en la que estoy tratando de razonar, pero me baso en aquella máxima que he escuchado: 
"Piensa mal y acertarás". Yo, trabajador, tengo un inconveniente y sé que me van a despedir, pero me 
presento y digo que es por actividad sindical. De repente, a un trabajador que atendía mal a la gente lo pasan 


a otra sección y este después alega que es por actividad sindical y como no está acotada en el tiempo, la parte 
empleadora no puede probar que lo sacó porque atendía mal a la gente. Esto se da por la inversión de la carga 
de la prueba. El artículo 3” establece: "(...) incumbirá al empleador la carga de probar la existencia de una 
causa justificada". Con esta ley se va a sancionar a una parte empleadora pero no por discriminación sindical, 
sino porque no pudo probar que sancionó por otra razón. Va a terminar en un registro, no por persecución 
sindical sino porque no pudo probar lo que hizo. El margen de maniobra de la parte empleadora para 
conducir una empresa es muy poco. Si de mala fe me planteo embromar con esta ley, tengo mucho margen 
para hacerlo. Por eso yo hablaba del derecho del sistema anglosajón, el "Pretrial Discovery of Document", en 
el cual se reclama que previamente haya alguna señal que demuestre que puede haber persecución sindical. 
De lo contrario, el empleado dice que lo corrieron por actividad sindical y punto. Capaz que era un pésimo 
trabajador, pero en la práctica no hay pruebas de ello. ¿Cómo puede probar el empleador que se enojó y lo 
insultó, que atendía mal a la gente y le corría los clientes o que lo cambió de lugar para no despedirlo? Como 
no lo puede probar, pierde el juicio, lo tiene que reponer, le tiene que pagar y encima lo incluyen en el 
registro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cómo puede probar hoy el trabajador que no fue despedido por esa 
situación? 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Hay un principio de derecho procesal que dice que el que alega un 
hecho debe probarlo. Al invertirse la carga de la prueba me están pidiendo que pruebe un hecho 
negativo. En derecho procesal no se puede pedir la prueba de un hecho negativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En derecho laboral, sí. 


El Comité de Libertad Sindical de la OIT en 1996 -tiene antecedentes que arrancan en 1985 y siguen en 
1987- dice: "además de los mecanismos de protección preventiva contra actos de discriminación antisindical 
(como por ejemplo, la obtención de una autorización previa de la inspección del trabajo antes de proceder al 
despido de un dirigente sindical)," -cosa que hemos escuchado como propuesta- "otra forma de garantizar 
una protección eficaz podrá consistir en obligar a los empleadores a aportar la prueba de que su decisión de 
despedir a un trabajador no está vinculada a las actividades sindicales del mismo". O sea que la inversión de 
la carga de la prueba está registrada. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Opino que es horripilante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Será todo lo horripilante que usted quiera. No sé qué le parece una 
declaración de Oscar Ermida Uriarte al respecto. Dice: "Para el trabajador o para su organización 
sindical puede ser sumamente difícil probar que determinado acto patronal está motivado en la 
afiliación o actividad sindical de determinado sujeto o grupo, ya que debería demostrar una intención 
ajena o el ejercicio disfuncional de un derecho. De ahí la necesidad de que en este caso sea el empleador 
quien deba demostrar que el despido cuestionado tiene determinado fundamento ajeno a lo sindical, tal 
como lo postulan el art. 9” del Convenio Internacional del Trabajo N* 158", el literal e) (...)". 


Estamos involucrándonos en una posición de alguien como el profesor Ermida Uriarte, que consideramos que 
tiene enorme prestigio nacional en materia de derecho laboral. Además, él invoca el Convenio Internacional 
del Trabajo N* 158, en el cual también se prevén estas circunstancias. 


Con más abundancia -porque es un tema muy importante- el Comité de Libertad Sindical expresaba, en un 
trabajo que tengo por acá, lo siguiente: "una protección especial podría consistir en obligar a los empleadores 
a aportar la prueba de que su decisión de despedir a un trabajador no está vinculada a las actividades 
sindicales del mismo (La Libertad Sindical, año 1985, caso 569)". En el mismo sentido debe citarse la 
Recomendación de la OIT N* 143 adoptada el 2/6/71 que dispone en su artículo 6.2, e): "imponer al 
empleador cuando se alegue que el despido de un representante de los trabajadores o cualquier cambio 
desfavorable en sus condiciones de empleo tiene un carácter discriminatorio, la obligación de probar que 
dicho acto estaba justificado". Siguen otras declaraciones de la OIT, que se podrán o no compartir -este es un 
hecho que se ha mencionado varias veces en esta mesa-, al igual que convenios de la OIT, pero eso está en la 
naturaleza de la discusión. No obstante, sepan que lo que estamos proponiendo no es una cosa antojadiza ni 
que se nos haya ocurrido en esta Administración, sino que la venimos sosteniendo desde hace años y hoy 


tenemos la posibilidad de plantear un proyecto de ley que recoja estas disposiciones tan importantes, teniendo 
en cuenta que provienen de un organismo que hasta el momento nadie ha cuestionado, como lo es la OIT. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Yo lo cuestionaba siendo Gobierno. 


Le agradezco la información. No conocía esa documentación; me gustaría interiorizarme más al respecto. 


Por ejemplo, si yo quiero reestructurar una empresa, tecnificar una parte de la producción y me sobran 
trabajadores, ¿puedo despedirlos? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Claro; puede hacerlo en virtud de la reestructura. 
SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- ¿Y cómo pruebo que no es por razones sindicales? 
SEÑORA PASSADA.- Creo que en las primeras horas de trabajo hablamos del tema de la prueba. 


En una demanda hay determinadas formalidad que el demandante -cualquiera sea- deberá cumplir. Voy a 
poner un ejemplo que se da en la docencia. Yo no puedo suspender a un alumno si antes no tengo, por escrito, 
tres observaciones; si lo hago sin que se cumplan esas condiciones, soy pasible de ser sancionada. 


En el caso de una reestructura, deberé justificar, por la vía que sea, que un trabajador será despedido o 
trasladado a otra planta por una debida necesidad del servicio. Precisamente, en esta desestructuración que se 
ha dado en el mundo del trabajo, uno de los elementos que se ha constatado es que la reestructura ha sido la 
vía sistemática de despido de trabajadores, aunque nunca ha habido una fórmula que justifique realmente esa 
razón. 


Desde el punto de vista del Gobierno, esto ayuda a modernizar las relaciones de trabajo y colabora para que 
las cosas se hagan de forma distinta. Con este instrumento, el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, podrá ejercer el contralor que corresponde para saber si las cosas se están 
haciendo como se deben hacer. Insisto: la demanda deberá cumplir determinadas formalidades, ya sea que 
haya sido presentada por el trabajador, por el sindicato o por el empleador. Se dan las máximas garantías para 
todas las partes, porque todas deberán presentar las pruebas. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- No abro juicios de opinión; trato de entender cómo están pensando 
ustedes el tema. Si yo tengo una empresa con cuarenta trabajadores y mañana pienso que debo 
quedarme con treinta, ¿no puedo despedir si no tengo una causa concreta? 


SEÑORA PASSADA.- Humanamente, puedo opinar que eso no es justo, pero tengo que justificar esa 
decisión, tengo que probar que tengo que hacer una reestructura que me obligará a prescindir de diez 
empleados. No es justo, pero existe una justificación. Puede ser que no pueda pagarles, que haya 
perdido una importación; lo importante es que no voy a despedirlos por una razón sindical. 


(Interrupción del señor Representante Iturralde Viñas) 


——— Quizás no queremos aceptar que cuando se presenta una demanda deben cumplirse formalidades de un 
lado y de otro. Esto no tiene vueltas; hay que justificar el despido. Pero esto no quiere decir que con esta 
propuesta de fuero sindical los trabajadores van a ser inamovibles. Pensar eso equivaldría a subestimar el 
espíritu de la norma; ninguno de nosotros tiene esa idea. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Estoy empezando a entender. Encaro el tema con deformación 
profesional, pensando en la patología de la norma. Según creo entender, partimos del supuesto de que 
no existirán más despidos sin causa; todo despido debe obedecer a una causa. 


SEÑOR POZZI.- Ya expliqué cómo funciona esto cuando el señor Diputado no estaba. El señor 
Diputado Iturralde Viñas fue Director Nacional de Trabajo y, en su momento, hablamos de muchos 
temas. 


Las cosas funcionan de una manera bastante menos rebuscadas. En realidad, en todas las fábricas, empresas, 
oficinas importadoras e, inclusive, en los bancos, ha habido despidos de gente afiliada a los sindicatos, aun 
cuando estos fueran muy fuertes. Ha habido despidos por reestructura, por cierre, etcétera; lo que no ha 
habido es despidos por cuestiones sindicales. En ningún caso se dijo: "Al Cholo lo despido por cuestiones 
sindicales". Ha habido negociaciones brutales por reestructuras y por cierre de empresas, y se han procesado 
por los caminos que corresponde. Seguramente esto ha resultado más caro para el empleador. Los 
trabajadores hemos tenido que inventar cosas raras para quedar enganchados con la empresa, por ejemplo, 
creando cooperativas. 


El proyecto sólo refiere al despido vinculado con la creación de sindicatos o con el desarrollo de la actividad 
sindical amparada por la ley. No voy a comentar lo que he escuchado decir sobre las inversiones, porque creo 
que todo se va a seguir procesando por el mismo camino que hasta ahora, porque no hay otro. Por ejemplo, si 
en una fábrica con un sindicato con 98% de afiliación hay que despedir gente, no hay más remedio que 
negociar y buscar una salida, de demorar el despido, etcétera. Pero al final la decisión se concreta y algún 
trabajador queda en la calle. Esto seguirá ocurriendo. 


Lo que no queremos que suceda más es que los trabajadores de la empresa "Calamuchita" quieran hacer un 
sindicato para negociar en los consejos de salarios, se reúnan para hablar y al otro día estén todos despedidos. 
En ese caso no se trata de reestructura; eso es persecución. Eso es lo que queremos eliminar; ese es el espíritu 
de este proyecto. Después vendrá la discusión que tiene que ver con lo que hacen los abogados. Lo que 
protegemos es la formación y desarrollo de los sindicatos. Luego de que el sindicato se formó no precisa ley; 
funciona por la operativa diaria. 


Entonces, ante la pregunta de si se va a poder despedir le contesto que sí, que se podrá despedir, aunque 
habrá que negociar con el sindicato, como se hace ahora. Esto es lo que queremos: armar la negociación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Más allá de que contemos con la versión taquigráfica el viernes, porque hoy 
hay muchas Comisiones, todos tenemos apuntes y tenemos claro cuáles son los puntos de acuerdo y qué 
consultas hay que hacer. La idea es que el martes próximo traigamos una redacción que, en la medida 
de lo posible, recoja las inquietudes planteadas. En el caso de que no haya acuerdo, los señores 
Diputados presentarán artículos sustitutivos. 


SEÑOR POZZI.- Me gustaría que mantuviéramos contactos informales para saber cómo viene la 
mano y ver si podemos sacar un proyecto único. 


SEÑOR BARREIRO.- Quiero aclarar que no podemos tener todo pronto para el martes, porque recién 
entonces sabremos qué están de acuerdo en modificar ustedes. Además, en caso de que haya un 
proyecto único, con salvedades, hay que hacer la redacción correspondiente. Por ello, no creo que sea 
posible tener todo pronto el martes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos otra sesión prevista para el miércoles. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quería pedirles que pensaran de qué forma podemos redactar la parte 
final del artículo 3”, que al establecer que "incumbirá al empleador la carga de probar la existencia de 
una causa justificada", a mi entender, dice que no puede haber más despidos si no hay causa. Por eso 
insistí tanto con la pregunta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdón, pero usted fue Director Nacional de Trabajo. ¿¡Cómo no va a 
despedir si no hay causa!? ¡Alguna causa tiene para despedir a alguien! La causa puede ser 
absolutamente legítima; por ejemplo, se puede despedir a alguien porque no alcanza el dinero para 
pagarle, y se terminó el partido. Pero no puede plantear usted el tema de que tenga que haber una 
causa para despedir, ¡por cierto que tiene que haberla! 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- No es así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos innovando; vamos a pasar a la historia con esto. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Estoy hablando desde el punto de vista técnico. No estamos hablando 
de cosas distintas; nos referimos a lo mismo, lo que ocurre es que estoy hablando desde el punto de 
vista técnico. Sucede que al día de hoy, el despido se realiza y se indemniza, sin expresión de causa. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Causa siempre hay, pero causa justificada o calificada es otra cosa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Inclusive, puede existir el acuerdo entre el empleado y el empleador, que 
acepta el despido porque le conviene irse. Pero los problemas empiezan cuando no hay causa 
justificada. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Lo que quiero manifestar es que una cosa es que haya una causa o no 
a los efectos del despido y, otra, que se lleve un registro. Creo que este punto da para mucho más y me 
interesaría profundizar en él. 


Además, me gustaría tener una reunión informal de la Comisión, a fin de poder intercambiar opiniones en 
forma más fluida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que no hay inconvenientes en ese sentido. El martes podríamos sesionar 
sin taquígrafos durante la primera hora, de manera informal, a fin de no tener que reunirnos otro día. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quería hacer una apreciación sobre el artículo 7”, que refiere a la 
retroactividad. Estábamos hablando de la forma en que el empleador debe demostrar la causa por la 
que ha decidido el despido. Desde marzo hasta ahora, por lo general, los empleadores no han llevado 
registro de faltas de los empleados, salvo empresas muy estructuradas. Normalmente, esos hechos 
quedan solo en la memoria. En la institución que trabajé anteriormente, tuve que enseñar a los jefes a 
hacer los oficios cuando un funcionario cometía una falta, y estoy hablando de una Intendencia, es 
decir, de una institución pública. Considero que va a ser difícil enseñarles a los empleadores esa 
sistematización y lo podrán hacer de aquí en más, pero no desde marzo de 2005. No creo que sea justo 
establecer estas reglas de juego. 


Esto era lo que quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si nadie más quiere hacer uso de la palabra, nos reuniremos nuevamente el 
martes a la hora 14 y, a fin de avanzar, podríamos solicitar sesionar conjuntamente con la Cámara. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


